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PROYECTO DE LEY NÚMERO 367 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se modifica la Ley 769 de 2002, Código Nacional de Tránsito Terrestre, y se dictan 
otras disposiciones. 

 
 

PROYECTO DE LEY NO. ___ DE 2021

“POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICA LA LEY 769 DE 2002, CÓDIGO 
NACIONAL DE TRÁNSITO TERRESTRE, Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES.”

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1. Objeto. La presente Ley tiene por objeto implementar de manera obligatoria la 
utilización de dispositivos de señalización preventiva en los llamados “puntos ciegos” en los 
vehículos de servicio de transporte de carga y transporte público colectivo y masivo de 
pasajeros, con el propósito de prevenir y reducir la accidentalidad vial y mejorar las 
condiciones de seguridad.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 769 de 2002, el cual quedara así: 

Artículo 2. Definiciones. 

Punto Ciego Vehicular: espacios laterales, frontal y posterior de un vehículo, normalmente 
de gran dimensión, donde se pierde la visibilidad por parte del conductor del mismo. 

Dispositivos de Puntos Ciegos: hace referencia a los mecanismos de señalización preventiva 
en la estructura de un vehículo, para identificar los “puntos ciegos” y advertir a los actores 
viales, tomar precaución por la existencia de riesgos al transitar o permanecer en estos puntos 
de un vehículo.    

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 50 de la Ley 769 de 2002, el cual quedará así:

ARTÍCULO 50. CONDICIONES MECÁNICAS, AMBIENTALES Y DE 
SEGURIDAD. Por razones de seguridad vial y de protección al ambiente, el propietario o 
tenedor del vehículo de placas nacionales o extranjeras, que transite por el territorio nacional, 
tendrá la obligación de mantenerlo en óptimas condiciones mecánicas, ambientales y de 
seguridad.

Parágrafo. Todo vehículo de servicio de transporte de carga y transporte público colectivo y 
masivo de pasajeros, deberán instalar y llevar en las partes laterales, frontal y posterior, 
dispositivos de señalización preventiva, indicando la existencia de “puntos ciegos” en la 
estructura del vehículo.  

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 61 de la Ley 769 de 2002, el cual quedará así:

 
 

ARTÍCULO 61. VEHÍCULO EN MOVIMIENTO. Todo conductor de un vehículo deberá 
abstenerse de realizar o adelantar acciones que afecten la seguridad en la conducción del 
vehículo automotor, mientras éste se encuentre en movimiento.

Parágrafo. Todo conductor antes de efectuar un movimiento deberá percatarse, a través de 
los mecanismos dispuestos para tal fin, que los llamados “puntos ciegos” estén despejados, 
con el fin de evitar riesgos a los demás actores viales. 

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 51 de la Ley 769 de 2002, el cual quedará así:

ARTÍCULO 51. REVISIÓN PERIÓDICA DE LOS VEHÍCULOS. Salvo lo dispuesto en el 
artículo siguiente, todos los vehículos automotores, deben someterse anualmente a revisión 
técnico-mecánica y de emisiones contaminantes.

La revisión estará destinada a verificar:

p. La existencia de dispositivos de señalización preventiva en los llamados “puntos ciegos” 
en la estructura de los vehículos de servicio de transporte de carga y transporte público 
colectivo y masivo de pasajeros. 

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 131 de la Ley 769 de 2002, incorporando en el literal C, 
un nuevo numeral, el cual quedará así:

ARTÍCULO 131. MULTAS. Los infractores de las normas de tránsito serán sancionados con 
la imposición de multas, de acuerdo con el tipo de infracción así:

C. Será sancionado con multa equivalente a quince (15) salarios mínimos legales diarios 
vigentes (SMLDV) el conductor y/o propietario de un vehículo automotor que incurra en 
cualquiera de las siguientes infracciones:

C 40. Dejar de señalizar mediante dispositivos de precaución, en los “punto ciego” de las 
estructuras laterales, frontal y posterior de un vehículo de carga y pasajeros.  

Artículo 7°. Le corresponderá al Gobierno Nacional a través de las entidades del sector 
transporte,  la reglamentación con respecto a definir las especificaciones técnicas (mensaje, 
tamaño, forma, color, visibilidad, retrorreflexión, ubicación, altura, material, mantenimiento 
e instalación) del tipo de dispositivos, que se utilizarán para la señalización preventiva de los 
“puntos ciegos” en los vehículos de servicio de transporte de carga y transporte público 
colectivo y masivo de pasajeros, en un tiempo no mayor a un año, contados a partir de la 
expedición de la presente Ley.

 
 

Así mismo, orientarán a las autoridades de tránsito de carácter departamental, municipal o 
distrital, para el conocimiento, la difusión y la ejecución de las disposiciones contenidas en 
esta ley, en el marco de sus funciones y competencias.

Parágrafo: el Gobierno Nacional reglamentará de conformidad con la Decisión 837 de la 
Comunidad Andina de Naciones, referente al transporte internacional de mercancías por 
carretera, en especial, lo consignado en los artículos 17 y 29 de la Decisión y demás 
disposiciones concordantes.  

Artículo 8°. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de su promulgación y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Del Honorable representante,

LUIS FERNANDO GOMEZ BETANCURT
Representante a la Cámara por Caldas

 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El presente proyecto de ley tiene el propósito de prevenir y reducir la accidentalidad vial 
(lesionados y fallecidos) vial y avanzar en el fortalecimiento de la seguridad vial, a través de 
la implementación y utilización de manera obligatoria la utilización de dispositivos de 
señalización preventiva en los llamados “puntos ciegos” de los vehículos de carga y pasajeros 
en todo el territorio colombiano. 

Del mismo modo, esta iniciativa legislativa propende que las autoridades competentes en la 
movilidad, tránsito y transporte del país, definan técnicamente y establezcan operativamente 
un dispositivo de señalización en los llamados “puntos ciegos” en los vehículos de carga y 
pasajeros, que permitan la movilidad segura de actores al transitar por las vías del territorio 
nacional. 

Ciertamente, la señalización de los “puntos ciegos” en la estructura de un vehículo de carga 
y pasajeros, toma importancia debido a que advierte a los distintos actores viales, en especial 
a peatones, bicicletas, motocicletas y vehículos pequeños, la existencia de un riesgo de 
accidentalidad al aproximarse o permanecer en los espacios laterales, frontal y posterior de 
un vehículo donde están ubicados los “puntos ciegos”, pues la dimensiones estructurales de 
ciertos vehículos, no permiten la visibilidad por parte del conductor sobre el mismo.

Por lo tanto, estas señales ayudan a que los conductores tomen las precauciones del caso, ya 
sea tomando distancia o reduciendo la velocidad o realizando maniobras necesarias para su 
propia seguridad.  

De tal forma, que la instalación y uso de los dispositivos de señalización en los “puntos 
ciegos” reduce la siniestralidad vial, previniendo accidentes, disminuyendo factores de riesgo 
en las vías y aportando significativamente con este tipo de iniciativas desde el Congreso de 
la Republica a la reducción de la accidentalidad vial

Finalmente, los informes sobre la situación mundial de la seguridad vial de la Organización 
Mundial de la Salud –WHO- han notado que debido al progresos en materia de legislación 
en los distintos países sobre seguridad vial, se ha reducido notoriamente el riesgo de 
accidentalidad, de tal forma que me permito citar algunos apartes:  “Está demostrado que la 
adopción y observancia de leyes integrales sobre los factores de riesgo fundamentales (…) 
ha reducido las lesiones causadas por el tránsito. Las campañas de comunicación social 
para mantener entre el público la percepción de que hay que cumplir esas normas son 
esenciales para que estas resulten eficaces”.1

                                                           
1 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD. Informe sobre la situación mundial de la seguridad vial. Apoyo al Decenio en Acción. 2013. 
Pág. 5  
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Del mismo, recomiendan “Los gobiernos tienen que promulgar urgentemente leyes 
integrales que se ajusten a las prácticas óptimas relacionadas con todos los factores de 
riesgo fundamentales, a fin de reducir esta causa prevenible de muerte, lesiones y 
discapacidad”.2

JUSTIFICACIÓN

Colombia, a pesar del tiempo que le ha tomado, ha avanzado notoriamente en infraestructura, 
transporte y seguridad vial, pues el país ha transitado desde la construcción y conservación 
de caminos a tener grandes obras civiles, reflejadas en la construcción de túneles, viaductos, 
grandes puentes y nuevas vías nacionales que conectan gran parte del país y han generado 
desarrollo y progreso. Así mismo, el Colombia ha transitado desde la movilidad a través de 
la arriería hasta llegar a tener transportes masivos integrales en las grandes ciudades, además 
se ha avanzado en una conciencia social y ambiental en el modo de movilizarse, promoviendo 
transportes alternativos como el uso de la bicicleta y el uso de vehículos eléctricos, entre otro 
muchos avances y logros en materia de transporte y movilidad.       

Entre tanto, el parque automotor terrestre ha crecido notoriamente en el país, se ha pasado de 
tener más de tres millones en el año 2002 ha tener más de quince millones de vehículos en el 
año 2019, como lo reflejan las cifras del Ministerio de Transporte3.

                                                           
2 Ibid. Pág. 11 
3 Ministerio de Trasporte. Estadísticas. Transporte en cifras. Archivo Excel 2019. 
https://www.mintransporte.gov.co/documentos/15/estadisticas/ 
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Ahora bien, en la medida que crece el número de vehículos terrestres circulando por las 
carreteras, igualmente crecen los riesgos de lesión o muerte por accidentes de tránsito. De tal 
manera, que se solicitó a la Agencia Nacional de Seguridad Vial (ANSV) como entidad 
máxima para la coordinación en materia de política pública de seguridad vial; información 
referente a la siniestralidad vial de actores viales vulnerables (motociclistas, usuarios de
bicicletas y peatones), con relación a las siguientes preguntas: ¿Cuantos siniestros han 
ocurrido en total en Colombia en los últimos 5 años? ¿Del total de siniestros ocurridos en 
Colombia, cuantos han fallecidos y cuantos lesionados?

Obteniendo la siguiente información estadística, reportada desde el Observatorio Nacional 
de Seguridad Vial en la ANSV. 

En cuanto a usuarios de Motocicletas, del total de siniestros ocurridos en Colombia desde el 
año 2017 hasta abril de 2021, han fallecidos 14.874 y se han lesionado 76.641 motociclistas 
y analizando los datos solo de lo trascurrido del año 2021, se observa que los fallecidos en 
motocicleta estaban en edades entre los 20 a 30 años de edad principalmente y los lesionados 
están en edades entre 20 a 25 años, es decir población joven y en edad productiva.   

La siniestralidad vial de motocicletas:4

Año Fallecidos Lesionados Total general
2017 3.374 22.676 26.050
2018 3.458 22.140 25.598
2019 3.666 20.544 24.210
2020 3.140 8.645 11.785
2021* 1.238 2.636 3.874
Total 14.876 76.641 91.517

Nota: Cálculos propios realizados por el ONSV, con base en los datos del Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses. *2021p. Cifra preliminar abr. 2021. Sujeta a cambios 
por actualización de la fuente primaria.

Caracterización por edades de los fallecidos y lesionado en motocicleta en lo trascurrido 
hasta abril del año 2021.5

                                                           
4 Agencia Nacional de Seguridad Vial (ANSV). Repuesta a Derecho de Petición. Radicado No. 20211000020161. Anexo archivo Excel. 18  
de junio de 2021.   
5 Gráficos propios con base en la información reportada por el Observatorio Nacional de Seguridad Vial de la ANSV. 2021   

 
 

En cuanto a usuarios de bicicletas, del total de siniestros ocurridos en Colombia desde el año 
2017 hasta abril de 2021, han fallecidos 1.840 y se han lesionado 10.253 usuarios en 
bicicletas y analizando los datos solo de lo trascurrido del año 2021, se observa que los 
lesionados están en edades entre 20 a 25 años principalmente, es decir población joven y en 
edad productiva.   

La siniestralidad vial de bicicletas:
Año Fallecidos Lesionado Total general
2017 375 2.656 3.031
2018 428 2.921 3.349
2019 431 2.888 3.319
2020 456 1.418 1.874

2021* 150 370 520
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Total 1.840 10.253 12.093

Nota: Cálculos propios realizados por el ONSV, con base en los datos del Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses. *2021p. Cifra preliminar abr. 2021. Sujeta a cambios 
por actualización de la fuente primaria.

Caracterización por edades de los lesionado en bicicleta en los trascurrido hasta abril del 
año 2021.6

En cuanto a peatones, del total de siniestros ocurridos en Colombia desde el año 2017 hasta 
abril de 2021, han fallecidos 6.976 y se han lesionado 26.088 peatones y analizando la 
información se observa que los peatones que han fallecido tiene edades entre los 60 y 80 años 
de edad, es decir la siniestralidad donde se ha visto involucrado un peatón, principalmente 
son personas adultas mayores.   

La siniestralidad vial de peatones:

Año Fallecidos Lesionado Total 
general

2017 1.790 7.936 9.726
2018 1.764 7.797 9.561
2019 1.747 7.417 9.164
2020 1.229 2.338 3.567

2021* 446 600 1.046
Total 6.976 26.088 33.064

                                                           
6 Ibíd.   

0

10

20

30

40

50

5 a 10 10 a
15

15 a
20

20 a
25

25 a
30

30 a
35

35 a
40

40 a
45

45 a
50

50 a
55

55 a
60

60 a
65

65 a
70

70 a
75

75 a
80

80 a
85

85 a
90

Caracterización Demográfica de los Lesionados en 2021*
(por género y rango etario)

Hombre Mujer



Gaceta del Congreso  1642 Miércoles, 17 de noviembre de 2021 Página 7

 
 

Nota: Cálculos propios realizados por el ONSV, con base en los datos del Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses. *2021p. Cifra preliminar abr. 2021. Sujeta a cambios 
por actualización de la fuente primaria.

Caracterización por edades de los peatones fallecidos durante los trascurrido en el año 2021.7

En suma, estas cifras reflejan la situación tan grave en siniestralidad vial en Colombia y 
evidencian que los actores viales más vulnerables son precisamente los más afectados, esto 
debe llamar la atención para actuar, si bien se ha avanzado de manera sustancial desde las 
entidades competentes, resulta pertinente proponer iniciativas que contribuyan a prevenir y 
reducir la accidentalidad en el país.     

En consecuencia, algunos usuarios están expuestos a mayores riesgos, de hecho la 
Organización Mundial de la Salud –WHO- y autoridades nacionales como el Ministerio de 
Transporte, han señalado  que el  ciclista, el peatón y el motociclista son considerados actores 
viales vulnerables, debido a las características propias de estos para movilizarse, pues no 
tienen ningún modo de protección más allá de su propio cuerpo y no cuentan con una barrera 
que los aísle de los impactos al momento de un accidente vial, por lo tanto están 
desprotegidos y en mayor riesgo de muerte o lesiones graves. 

De tal forma que, resulta fundamental desarrollar iniciativas legislativas desde el Congreso 
de la República que profieran por acciones de prevención vial, como la que se está poniendo 
a consideración, estableciendo una señalización preventiva, especialmente, en los vehículos 
de servicio de transporte de carga y transporte público colectivo y masivo de pasajeros, los 
cuales por sus dimensiones y configuración reducen la visibilidad de sus conductores y por 
tanto se propone identificar y señalizar las zonas del vehículo donde existen los “puntos 
ciegos” para advertir a través de esta señalización el riesgo que estos pueden generar, de tal 

                                                           
7 Ibíd.   

0

10

20

30

40

50

0 a 5 5 a
10

10 a
15

15 a
20

20 a
25

25 a
30

30 a
35

35 a
40

40 a
45

45 a
50

50 a
55

55 a
60

60 a
65

65 a
70

70 a
75

75 a
80

80 a
85

85 a
90

90 a
95

95 a
100

Caracterización Demográfica de los Fallecidos en 2021*
(por género y rango etario)

Hombre Mujer

 
 

forma que esta iniciativa legislativa contribuye a evitar accidentes y salvan vidas en las 
carreteras del país. 

Adentrándonos, en el riesgo vial de los llamados “puntos ciegos”, cabe anotar que todos los 
vehículos, no importa su tamaño, tienen “puntos ciegos”, los cuales son zonas alrededor del 
vehículo que no pueden ser observadas de manera directa y eficaz por el conductor, 
convirtiéndose en zonas de riesgo en las que pueden provocar graves accidentes y en la 
medida que aumenta el tamaño y dimensión de los vehículos automotores, se hace más 
complejo la visibilidad y la percepción de lo que acontece en la vía y hace que ocurran 
accidentes viales con vehículos de menor porte. 

De tal forma, que una vez consultado varias publicaciones de especialistas en el sector 
automotor y transporte en Colombia y en el mundo, se concluye de la existencia y 
localización de “puntos ciegos” en los automotores de mayor tamaño así: 

En la parte frontal: Cuanto más largo sea el capot o coffre o cubierta frontal de un vehículo 
automotor, mayor es el punto ciego en la parte delantera del vehículo, debido a que el campo 
de visión desde el puesto del conductor se limita, de tal forma que el conductor no logra 
observar que esta frente a él en los próximos metros y se crea un espacio suficiente, para que 
otro actor vial se ubique ahí y no sea observado por el conductor, creándose así una zona de 
riesgo, la cual puede provocar un accidente vial grave.  Además, en el caso que un vehículo 
transite delante de otro de mayor tamaño y se ubique en la zona del punto ciego y frene de 
manera brusca, el conductor del vehículo pesado no podrá verlo y lo arrollará.

En los laterales: existen “puntos ciegos” ubicados en los costados de los vehículos, 
localizados en las puertas, guardafango y debajo de los espejos laterales, pues el tamaño de 
las cabinas, hacen que los conductores tengan menos visibilidad, en especial del lado 
derechos de un vehículo, por lo tanto al momento realizar giros hacia ese costado, se 
requieren espacios más amplios para girar y se hace imposible ver los automóviles que vienen 
directamente detrás del camión o al lado, convirtiéndose en un riesgo vial.

En la parte trasera: existen “puntos ciegos”, los cuales se evidencian al momento en que un 
vehículo, especialmente de grandes dimensiones, realiza la maniobra de retroceder, pues 
determinar visualmente las distancias desde el puesto del conductor, se hace más complejo, 
igualmente existen zonas en la parte trasera de los vehículos que no se logran visualizar desde 
la cabina del conductor y por tanto no advierte de la existencia de otro vehículo u obstáculo 
en este lugar, generando un riesgo alto de accidente. 

Los expertos en el sector automotor recomiendan que para reducir los “puntos ciegos”, es 
por medio del uso de espejos convexos que ofrecen una zona más amplia de visión, ubicar 
los espejos a un ángulo que permita ver ligeramente los costados del vehículo, usar los 
espejos retrovisores y laterales, cada vez que vaya a realizar alguna maniobra y evitar girar 
la cabeza para ver hacia atrás, porque se descuida el campo visual delantero, entre otras. 

 
 

Sin embargo, estos consejos y recomendaciones no son suficientes para reducir el riesgo vial, 
el asunto va mucho más allá, se hace necesario establecer un dispositivo de señalización 
preventiva, con especificaciones técnicas (mensaje, tamaño, forma, color, visibilidad, 
retrorreflexión, ubicación, altura, material, mantenimiento e instalación) que adviertan a los 
distintos actores viales de la existencia de puntos ciegos en las zonas de los vehículos y el 
riesgo de accidentalidad vial que estos pueden causar, de tal forma que se tomen las medidas 
de distanciamiento o maniobrabilidad correspondientes, pues los siniestros viales se pueden 
evitar y esta iniciativa legislativa propende por prevenir y reducir la accidentalidad vial y 
mejorar las condiciones de la misma.

Ahora bien, la Agencia Nacional de Seguridad Vial en Colombia como máxima autoridad y 
entidad rectora de la política pública de seguridad vial del Gobierno Nacional, viene 
desarrollando acciones educativas y operativas entorno a la seguridad vial e invitando a la 
concientización y precaución, debido a la existencia de los “puntos ciegos” en las estructuras 
de los vehículos y los riesgos que estos tienen, especialmente para peatones, ciclistas y 
motociclistas en la vía.  En consecuencia, se citan algunas de estas campañas8:

“#SabíasQue los puntos ciegos son lugares donde el conductor de un vehículo no logra 
reconocer quiénes se están moviendo a su alrededor. Conductor, mantente atento y revisa 
constantemente los espejos retrovisores para que puedas ver peatones, ciclistas y 
motociclistas en la vía. #EnBiciVoySeguro”

“Conductor conoce las recomendaciones de la @ansvcol para evitar puntos ciegos al 
compartir la vía con los ciclistas. ¡Juntos podemos salvar vidas en las vías! 
#EnBiciVoySeguro”

                                                           
8 Agencia Nacional de Seguridad Vial, 1 de agosto de 2021. #EnBiciVoySeguro. 6 de agosto de 2021. #SabiasQue 
https://www.facebook.com/agencianacionaldeseguridadvial/photos/a.1208840302537467/4195553260532808/ 
https://www.facebook.com/agencianacionaldeseguridadvial/photos/a.1208840302537467/4213740975380703/ 
 

  

 
 

Así mismo, la Agencia Nacional de Seguridad Vial - ANSV- público el documento “Guía de 
protección a ciclistas”, el cual es una herramienta pedagógica que permite a los conductores 
de vehículos de carga, pasajeros, particulares, motocicletas y los peatones, conocer los tipos 
de comportamientos que pueden poner en riesgo la vida e integridad del ciclista y propone 
cómo prevenirlos. 

Entre tanto, la ANSV señala en este documento, la existencia de los principales factores de 
riesgo e indica que entre ellos están los “puntos ciegos”, los cuales pueden generar una 
siniestralidad vial, indicando que:

“Entre los principales factores de riesgo, están los puntos ciegos: son espacios en donde el 
conductor del vehículo no puede ver lo que lo rodea. Estos se vuelven más amplios en la 
medida en la que el vehículo es más grande”. 9

                                                           
9 Agencia Nacional de Seguridad Vial. En: Guía de protección a ciclistas. 2021 
https://ansv.gov.co/es/escuela/5259?fbclid=IwAR1lvGlS7PnuvqjylBiwWMxLnQu3FGbzHScS-OtnmtWOAIBSxcAn_2RK_Q8 
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Del mismo modo, indica que los ciclistas son altamente vulnerables a los efectos de atracción 
y repulsión ocasionados por el tamaño y fuerza de los vehículos de carga, por lo tanto 
recomienda que al sobrepasar a uno o varios ciclistas en la vía, se tomen precauciones de 
distanciamiento de 1,5 metros, como lo indica la ley 1811 de 2016 en el artículo 17, así 
mismo recomienda: no acercarles el vehículo, no pitarles, no asustarlos, debido a que puede 
causar reacciones adversas como perdida del equilibrio o una caída. Esto evidencia, la 
necesidad de generar iniciativas, como la que se está proponiendo, para prevenir y reducir la 
accidentalidad vial y mejorar las condiciones de la misma, especialmente de actores viales 
vulnerables como los usuarios de las bicicletas.

Así mismo, resulta importante traer a colación la experiencia francesa, pues mediante el 
Decreto 2020-1396 del 17 de noviembre de 2020, se estableció la obligación de señalizar los 
puntos ciegos o “ángulos muertos” de los vehículos pesados que circulen por zonas urbanas, 
justamente con el fin de garantizar su visibilidad y evitar así siniestros viales. Este Decreto 
establece que esta señalización debe estar visible en los laterales y en la parte trasera de 
vehículos con peso bruto vehicular superior a 3,5 toneladas y que el incumplimiento de esta 
obligación se penalizará con una multa a partir de los 135 euros. En este sentido, existen 
experiencias internacionales con buenos resultados, donde se propende por contar con 
dispositivos electrónicos que alerten al conductor de vehículos pesados y de pasajeros, sobre 
la presencia de actores viales, especialmente ciclista, cerca de los puntos ciegos del vehículo.

Finalmente, con esta iniciativa legislativa se está dando alcance, para atender una necesidad 
vial de ubicar dispositivos de señalización preventiva en las zonas donde existen “puntos 
ciegos” en las estructuras de los vehículos, especialmente a los vehículos de servicio de 
transporte de carga y transporte público colectivo y masivo de pasajeros, con el ánimo de 
advertir a conductores del riesgo que puede generar el permanecer o transitar cerca de estos 
lugares y la necesidad de guardar el distanciamiento suficiente para evitar un accidente de 
tránsito y por tanto salvar vidas.       

 
 

 

MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL

El Artículo 2 de la Constitución Política de Colombia, establece que las autoridades están 
instituidas para proteger a todas las personas residentes en el país, en su vida, honra, bienes, 
creencias y demás derechos y libertades, para asegurar el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares.

El Artículo 24 de la Carta Política, dispone que todo colombiano tiene derecho a circular 
libremente por el territorio nacional, pero está sujeto a la intervención y reglamentación de 
las autoridades.

Ley 105 de 1993 "Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se 
redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 
reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones." CAPÍTULO 
II. PRINCIPIOS RECTORES DEL TRANSPORTE, artículo 2, literal e. “DE LA 
SEGURIDAD: La seguridad de las personas constituye una prioridad del Sistema y del 
Sector Transporte”.

Ley 336 de 1996, Reglamentado por el Decreto 192 de 2000. "Por la cual se adopta el estatuto 
nacional de transporte". Artículo 2º “La seguridad especialmente la relacionada con la 
protección de los usuarios, constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del 
sistema de transporte”.

Ley 1811 de 2016 “por la cual se otorgan incentivos para promover el uso de la bicicleta en 
el territorio nacional y se modifica el Código Nacional de Tránsito”.

Decreto 87 de 2011, articulo 2, numeral 2.7. corresponde al Ministerio de Trasporte: “Fijar 
y adoptar la política, planes y programas en materia de seguridad en los diferentes modos de 
transporte y de construcción y conservación de su infraestructura”

Resolución No. 20203040023385 de 2020 del Ministerio de Transporte. Se establece las 
condiciones mínimas del uso de casco protector para los conductores, acompañantes de 
motocicletas, motociclos, mototriciclos y cuatrimotos, la cual busca reducir las muertes y 
lesiones por accidente de los usuarios de motocicletas.  

LUIS FERNANDO GOMEZ BETANCURT
Representante a la Cámara por Caldas

PROYECTO DE LEY NÚMERO 368 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se autoriza transmitir divulgación política o propaganda y publicidad política electoral 
a través del servicio de televisión y radio difusión comunitaria.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 370 DE 2021 CÁMARA

por medio de la cual se regula la sobreventa de tiquetes aéreos en Colombia, se fortalece la protección de 
los usuarios del servicio de transporte aéreo público y se dictan otras disposiciones.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 371 DE 2021 CÁMARA

por medio de la cual se modifica el artículo 122 de la Ley 30 de 1992.

Proyecto de Ley No. ___ de 2021

Por medio de la cual se modifica el artículo 122 de la ley 30 de 1992

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como propósito procurar el acceso 
progresivo de las personas a las Instituciones de Educación Superior, mediante la 
adopción de estrategias que faciliten su permanencia durante la actividad 
académica, eliminando barreras injustificadas que garanticen la eficacia del derecho 
a la educación.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 122 de la Ley 30 de 1992, el cual quedará así:

Artículo 122. Los derechos pecuniarios que por razones académicas pueden exigir 
las instituciones de Educación Superior, son los siguientes: 

a) Derechos de Inscripción. 
b) Derechos de Matrícula. 
c) Derechos por realización de exámenes de habilitación, supletorios y 
preparatorios. 
d) Derechos por la realización de cursos especiales y de educación permanente. 
e) Derechos de Grado. 
f) Derechos de expedición de certificados y constancias. 

Parágrafo 1°. Las instituciones de Educación Superior de carácter Público 
legalmente aprobadas fijarán el valor de todos los derechos pecuniarios de que trata 
este artículo y aquellos destinados a mantener un servicio médico asistencial para 
los estudiantes, teniendo en cuenta una evaluación socioeconómica previa, el cual 
deberá informarse al Ministerio de Educación para efectos de la inspección y 
vigilancia, de conformidad con la Ley 1740 de 2014.

Además, podrán exigir derechos denominados derechos complementarios los 
cuales no podrán exceder el índice de inflación del año inmediatamente anterior. 

Parágrafo 2°. Las instituciones de Educación Superior de carácter Privado 
legalmente aprobadas fijarán el valor de todos los derechos pecuniarios de que trata 
este artículo y aquellos destinados a mantener un servicio médico asistencial para 

los estudiantes, el cual deberá informarse al Ministerio de Educación para efectos 
de inspección, vigilancia y control.

Parágrafo 3° Las instituciones de Educación Superior de carácter Privado, no 
podrán incrementar el valor de los derechos pecuniarios contenidos en los literales 
a,b,c,d y f enunciados en el inciso primero del presente artículo, sino hasta el diez 
(10%) por ciento del valor de la matrícula. Para tal efecto, se entenderá que el 
incremento se aplicará sobre la totalidad de los derechos pecuniarios. 

Además, las Instituciones de Educación Superior Privadas podrán exigir derechos 
denominados derechos complementarios los cuales no podrán exceder el índice de 
inflación del año inmediatamente anterior.

Parágrafo 4° El incumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo por las 
instituciones de Educación Superior de carácter Privado dará lugar a las acciones 
administrativas y a la imposición de las sanciones a que se refiere la Ley 1740 de 
2014.

Artículo 3°. Las Instituciones de Educación Superior públicas y privadas fijarán el
plazo mínimo para efectuar el pago de la matrícula ordinaria, el cual no podrá ser 
inferior a veinte (20) días calendario, a partir de la entrega del respectivo recibo.

Las Instituciones de Educación Superior públicas y privadas, igualmente, podrán 
generar un recargo o incremento sobre el valor de la matrícula cuando ésta se 
realice en forma extraordinaria o extemporánea, el cual no podrá exceder el 
cincuenta (50%) por ciento de inflación del año inmediatamente anterior.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su sanción y publicación en el diario 
oficial.
                                            
                                                                                                                     

 

 

 

                                                                                                               

Representante a la Cámara 

 

 

 

ANA MARIA CASTAÑEDA GOMEZ                
Senadora de la República                                      Representante a Cámara                                                                                

 

 

    

 

       Representante a Cámara     

                                                                                        Emeterio José Montes de Castro                        
                                                                                               Representante a la Cámara 

                                                

                                                                                 

                                                        Representante a la Cámara

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

1. OBJETO DEL PROYECTO.
El objeto del presente Proyecto de Ley puede definirse como una medida para 
combatir la deserción estudiantil a nivel universitario y garantizar la permanencia de 
los estudiantes en la actividad académica creando medidas que alivien el ámbito 
socioeconómico, eliminando obstáculos de acceso a la educación superior a través 
de varios instrumentos. 

En ese sentido, se pretenden regular cuatro derechos que las IES pueden exigir por 
razones académicas y administrativas, a saber: 

 Derechos pecuniarios
 Derechos complementarios
 Derechos de grado
 Matrícula extraordinaria

Para cada uno de estos derechos se establece una regulación que, a la luz de la 
más reciente jurisprudencia de la Corte Constitucional, no vulnera el principio sobre 
la autonomía universitaria, y por el contrario complementa lo dicho por el alto tribunal 
al aseverar que el derecho a la educación es progresivo y así debe garantizarse por 
parte del Estado.

2. JUSTIFICACION.

Lo primero que se debe tener en cuenta al momento de justificar una iniciativa de 
este tipo, es todo el marco legal supranacional que establece el derecho a la 
educación como un derecho de carácter fundamental, tal como se cita a 
continuación: 

DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS

Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 
10 de diciembre de 1.948

“Artículo 26

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al 
menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción 
elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser 
generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función 
de los méritos respectivos.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y 
el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades 
fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las 
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naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de las 
actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.
(…)”.

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y 
CULTURALES

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en 
su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966

“Artículo 13

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona 
a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno 
desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer 
el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen 
asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas para participar 
efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la 
amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o 
religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del 
mantenimiento de la paz.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el 
pleno ejercicio de este derecho:

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente;

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza 
secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a 
todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación 
progresiva de la enseñanza gratuita;

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base 
de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular 
por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;
(…)”.

Dicho convenio, fue ratificado por el Congreso de la República de Colombia, 
mediante la Ley 74 de 1968 Por la cual se aprueban los "Pactos Internacionales de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de Derechos Civiles y Políticos”, así 
como el “Protocolo Facultativo de este último, aprobados por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas” en votación unánime, en Nueva York, el 16 de diciembre 
de 1966.

CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS SUSCRITA EN 
LA CONFERENCIA ESPECIALIZADA INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS 

HUMANOS

San José, Costa Rica 7 al 22 de noviembre de 1969

CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (Pacto de San 
José)

“Artículo 26.  Desarrollo Progresivo. Los Estados Partes se comprometen a 
adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación 
internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la 
plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, 
sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos 
Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios 
apropiados”.

Igualmente, la mencionada convención fue ratificada por el Congreso de la 
República de Colombia, mediante la Ley 16 de 1972 “Por medio de la cual se 
aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José 
de Costa Rica", firmado en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969”

De igual forma, resulta necesario tener presente el marco constitucional nacional 
que establece el derecho a la educación como un derecho de carácter fundamental, 
tal y como se observa, en las citas que a continuación se realizan:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1.991

“ARTICULO 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio público 
que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la 
ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura.

La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz 
y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento 
cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente.

El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será 
obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como 
mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica.

La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro de 
derechos académicos a quienes puedan sufragarlos.

Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la 
educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por 

la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el 
adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones 
necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo.

La Nación y las entidades territoriales participarán en la dirección, financiación y 
administración de los servicios educativos estatales, en los términos que señalen la 
Constitución y la ley”.

“ARTICULO 68. Los particulares podrán fundar establecimientos educativos. La ley 
establecerá las condiciones para su creación y gestión.

La comunidad educativa participará en la dirección de las instituciones de 
educación.

La enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad ética y 
pedagógica. La Ley garantiza la profesionalización y dignificación de la actividad 
docente.

Los padres de familia tendrán derecho de escoger el tipo de educación para sus 
hijos menores. En los establecimientos del Estado ninguna persona podrá ser 
obligada a recibir educación religiosa.

Las <sic> integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a una formación que 
respete y desarrolle su identidad cultural.

La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con limitaciones 
físicas o mentales, o con capacidades excepcionales, son obligaciones especiales 
del Estado”.

“ARTICULO 69. Se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades podrán 
darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley.

La ley establecerá un régimen especial para las universidades del Estado.

El Estado fortalecerá la investigación científica en las universidades oficiales y 
privadas y ofrecerá las condiciones especiales para su desarrollo.

El Estado facilitará mecanismos financieros que hagan posible el acceso de todas 
las personas aptas a la educación superior”.

Así las cosas, el presente proyecto de ley se erige como medida para combatir un 
flagelo que viene afectando directamente a los estudiantes de las universidades 
públicas y privadas, el cual es la deserción estudiantil. 

Tal como lo ha establecido en abundante jurisprudencia la Corte Constitucional1, en 
tratándose de la educación, la base de todo proyecto de ley viene dada por un 
derecho, mismo que fuera ampliamente decantado por el honorable tribunal 
constitucional, en los siguientes términos:

“El derecho a la educación superior es fundamental. En efecto, su 
fundamentalidad está dada por su estrecha relación con la dignidad humana, en su 
connotación de autonomía individual, ya que su práctica conlleva a la elección de 
un proyecto de vida y la materialización de otros principios y valores propios del ser 
humano.

El derecho a la educación es progresivo. Su progresividad la determina: i) la 
obligación del Estado de adoptar medidas, en un plazo razonable, para lograr una 
mayor realización del derecho, de manera que la simple actitud pasiva de éste se 
opone al principio en mención (aquí encontramos la obligación del Estado de 
procurar el acceso progresivo de las personas a las Universidades, mediante la 
adopción de ciertas estrategias, dentro de las cuales encontramos facilitar 
mecanismos financieros que hagan posible el acceso de las personas a la 
educación superior, así como la garantía de que progresivamente el nivel de cupos 
disponibles para el acceso al servicio se vayan ampliando); (ii) la obligación de no 
imponer barreras injustificadas sobre determinados grupos vulnerables y (iii) la 
prohibición de adoptar medidas regresivas para la eficacia del derecho concernido”.

De manera que, a la luz de lo anterior, el presente proyecto de ley es una exigencia
hacia el Estado colombiano, en el sentido de adoptar medidas que eviten la 
deserción de estudiantes del sistema de educación superior, esto es posible luego 
de identificar la problemática y establecer sus causas.

En ese orden de ideas, el proyecto de ley pretende viabilizar la obligación que le 
corresponde al Estado, en el sentido de adoptar las medidas necesarias para que 
se tutele el goce efectivo al derecho fundamental a la educación superior y así, se 
evite la deserción de los estudiantes. Ahora bien, sobre la deserción escolar el 
Ministerio de Educación lo define como aquella “(…) situación a la que se enfrenta 
un estudiante cuando aspira y no logra concluir su proyecto educativo,
considerándose como desertor a aquel individuo que siendo estudiante de una 
institución de educación superior no presenta actividad académica durante 
dos semestres académicos consecutivos, lo cual equivale a un año de inactividad 
académica. En algunas investigaciones este comportamiento se denomina como 
“primera deserción” (first drop-out) ya que no se puede establecer si pasado este 
periodo el individuo retomará o no sus estudios o si decidirá iniciar otro programa 
académico (…)”2.

                                                           
1 Sentencia T-068/2012.
2 Tomado de https://www.mineducacion.gov.co/sistemasdeinformacion/1735/articles-
254702_libro_desercion.pdf. (Negrillas y subrayados fuera del texto original). 
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Así mismo, el Ministerio de Educación se ha enfocado en combatir la deserción 
universitaria, y ha catalogado principalmente cinco (5) causas de deserción, a saber: 
a) Problemas personales: el estudiante experimenta cambios familiares o 
personales que lo obligan a abandonar el programa en curso; b)
Socioeconómicos: el estudiante presenta problemas financieros para continuar 
con el pago de la matrícula o la manutención; c) Académico: el nivel académico no 
le permite al estudiante pasar con éxito las asignaturas del plan de estudios de la 
carrera en curso; d) Orientación vocacional: el estudiante no conoce sus aptitudes 
vocacionales y e) Institucional: el estudiante no se identifica con la institución de 
educación superior (instalaciones, espacios de bienestar universitario, normatividad 
académica).

Así las cosas, ante la obligación del Estado de procurar el acceso progresivo de las 
personas a las Instituciones de Educación Superior -públicas y privadas- mediante 
la adopción de estrategias que faciliten los mecanismos financieros que hagan 
posible el goce de la educación, el presente Proyecto de Ley pretende implementar 
medidas que alivien el ámbito socioeconómico como causal de deserción al 
estudiantado universitario, específicamente, atacando las adversidades 
socioeconómicas.

En sentido lato, las causas socioeconómicas que repercuten directamente en la 
decisión de abandonar los estudios superiores por parte del estudiante deben 
entenderse como la principal causa de abandono del sistema de educación 
superior en nuestro país -equivalentes al 42.5% de la deserción total- y se 
discriminan de la siguiente manera: (i) Bajos ingresos familiares, 54.9%; (ii) 
Desempleo cabeza de familia, 25.5%; (iii) Incompatibilidad entre trabajo y estudio, 
14.9% y (iv) Falta de apoyo familiar, 5.9 %3.

Igualmente, dentro de los factores socioeconómicos se concibe una nueva 
categoría, relacionada con la situación económica precaria del estudiante, 
constituido por los bajos ingresos, el desempleo y la incompatibilidad entre trabajo 
y estudio, como las causas primordiales del abandono estudiantil en las 
Universidades Colombianas. La situación económica precaria del estudiante 
desertor se ratifica por el estrato social del que procede, en efecto: 48.3% son de 
estrato 2, 36.7% se les ubicó en el estrato 3; el 10.8% son de estrato 1, y solo el 
4.2% corresponden al estrato 4.

Otro elemento a tener en cuenta es que el sostenimiento económico de los 
desertores depende ostensiblemente de su familia (86.7%), y como los estratos 1 y 
2 dependen más de una economía informal o empleo disfrazado, sus ingresos
además de ser exclusivamente para subsistir, no son constantes, de modo que 
siempre están expuestos a la incertidumbre de no generar los ingresos suficientes.

                                                           
3 Tomado de http://www.alfaguia.org/alfaguia/files/1319757570_14.pdf.

Cuando las economías familiares son frágiles es difícil pretender un apoyo 
económico sostenible a lo largo de toda la carrera para el mantenimiento del 
estudiante, pues las necesidades de la familia priorizan el trabajo al estudio. De ahí 
que la falta de apoyo familiar (5.9%) tenga que ver directamente con la situación de 
precariedad antes analizada.

MEDIDAS QUE SE PUEDEN IMPLEMENTAR PARA RESOLVER ESTA 
PROBLEMÁICA.

Entre las políticas que pretenden resolver algunas de estas problemáticas se 
incluyen:

i) Diseñar mejores sistemas de financiamiento que incentiven la obtención de 
buenos resultados por parte de instituciones y estudiantes.
ii) Eliminar obstáculos financieros al acceso a la educación superior a través de 
instrumentos como becas y préstamos estudiantiles.
iii) Generar y divulgar información sobre el desempeño de instituciones y 
programas para que los alumnos puedan tomar decisiones fundamentadas.
iv) Ayudar a los alumnos a insertarse en el mercado laboral.
v) Mejorar la supervisión y normativa para asegurarse que las instituciones 
rindan cuenta de sus servicios.

El estudio de la deserción ha permitido establecer que lo loable e imperativo es 
acabar las distintas barreras que se erigen para impedir el avance del estudiante en 
la carrera por obtener su título universitario, y se identifica como la medida que se 
implanta a nivel de institución educativa superior como lo es la figura de las 
matrículas extraordinarias, como medio coercitivo hacia el estudiante para el pago 
de su matrícula, las cuales si sobrepasan un límite temporal aumentan 
ostensiblemente su valor, convirtiéndose con el discurrir de los días en un 
infranqueable límite que deriva tristemente en la deserción y en volver quimera las 
aspiraciones de aquel estudiante.

Es por lo anteriormente expuesto, que se hicieron una serie de requerimientos a las 
Instituciones de Educación Superior de carácter Público, tales como, la Universidad 
Distrital Francisco José de Caldas, la Universidad de Antioquía, la Universidad 
Colegio Mayor de Cundinamarca, la Universidad Tecnológica de Pereira, la 
Universidad de los Llanos, la Universidad de Caldas, la Universidad del Magdalena 
y la Universidad del Valle, de los cuales se advierte en sus diferentes respuestas 
que los derechos pecuniarios son fijados en virtud de los Acuerdos Superiores y 
Resoluciones Rectorales que dictan los mismos Entes, a través de los cuales se 
fijan las reglas para hacer la evaluación de la condición socioeconómica del 
estudiante; dicha evaluación tiene como común denominador los siguientes 
factores: (i) valor mensual de la pensión que canceló en el colegio del cual es 
egresado; (ii) la naturaleza pública o privada del colegio del cual egresa; (iii) el 
estrato socioeconómico del estudiante; (iv) los ingresos de la persona que financiará 
o será el responsable de la manutención del estudiante; (v) las rentas o ingresos 
familiares; (vi) el patrimonio familiar; (vii) el certificado de ingresos y retenciones; 

(viii) la declaración de renta; (ix) la manifestación de no declarante; (x) la 
certificación laboral de la persona que financiará o será el responsable del 
estudiante; (xi) el número de hijos dependientes del ingreso familiar menores de 18 
años; (xii) el número de hijos del estudiante, entre otros. 

Así las cosas, los ponentes consideramos necesario consagrar en el Proyecto de 
Ley, una disposición para que las Instituciones de Educación Superior de carácter 
Público fijen el valor de todos los derechos pecuniarios de que trata el artículo 122 
de la Ley 30 de 1992 y aquellos destinados a mantener un servicio médico 
asistencial para los estudiantes, teniendo en cuenta una evaluación socioeconómica 
previa, otorgando así, las herramientas necesarias para evitar la deserción y lograr 
la permanencia de los educandos en los periodos académicos, coadyuvando en la 
realización de su proyecto de vida.

LÍMITES A LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA.

En ese sentido lo advirtió la honorable Corte Constitucional al definir en su 
jurisprudencia que los cobros de elevados valores en las matrículas, efectivamente 
resulta ser un limitante al ingreso a la educación superior, sin embargo, este factor 
hace parte “prima facie” de la autonomía universitaria; al respecto la Corte 
Constitucional4 plantea lo anterior en los siguientes términos:

“Dentro de las garantías constitucionales relacionadas con la educación se 
consagra una adicional del artículo 69 de la Constitución relacionada con la 
autonomía universitaria: la cual encuentra fundamento en la necesidad de que el 
acceso a la formación académica de las personas tenga lugar dentro de un clima 
libre de interferencias del poder público tanto en el campo netamente académico 
como en la orientación ideológica, o en el manejo administrativo o financiero del 
ente educativo. Este precepto ha sido entendido por la jurisprudencia de esta 
Corporación como la capacidad de autodeterminación otorgada a las instituciones 
de educación superior para cumplir con la misión y objetivos que les son propios, 
es decir, como una garantía que permite a los entes de educación superior darse 
su propia normatividad, estructura y concepción ideológica, con el fin de lograr un 
desarrollo autónomo e independiente de la comunidad educativa, sin la injerencia 
del poder político. En esta definición se destacan las dos vertientes que integran la 
figura en estudio, de un lado, la dirección ideológica del centro educativo, lo cual 
determina su particularidad y su especial condición filosófica en la sociedad 
pluralista y participativa. Para ello, la universidad cuenta con la potestad de señalar 
los planes de estudio y los métodos y sistemas de investigación. Y, de otro lado, la 
potestad para dotarse de su propia organización interna, lo cual se concreta en las 
normas de funcionamiento y de gestión administrativa, en el sistema de elaboración 
y aprobación de su presupuesto, la administración de sus bienes, la selección y 
formación de sus docentes”.

                                                           
4 Sentencia T-515/1995.

Así concebida, se ha reconocido que del derecho a la autonomía universitaria 
derivan ciertas posibilidades concretas de actuación en cabeza de los 
establecimientos educativos. Sin embargo, tal autonomía otorgada por la 
Constitución y la ley no resulta siendo absoluta; al respecto la Corte Constitucional 
también ha reconocido en diferentes sentencias que tal autonomía no resulta ser 
ilimitada, tal es el caso de la Sentencia T-310 de 1999 en la que se determina lo 
siguiente:

“La autonomía universitaria no es soberanía educativa, pues si bien otorga un 
margen amplio de discrecionalidad a la institución superior le impide la arbitrariedad, 
como quiera que únicamente las actuaciones legítimas de los centros de educación 
superior se encuentran amparadas por la protección constitucional”.

En tal sentido, la autonomía universitaria encuentra límites claramente definidos por 
la jurisprudencia emitida por la Honorable Corte Constitucional5, a saber:

“a) La discrecionalidad universitaria, propia de su autonomía, no es absoluta, como 
quiera que se encuentra limitada por el orden público, el interés general y el bien 
común.

b) La autonomía universitaria también se limita por la inspección y vigilancia de la 
educación que ejerce el Estado.

c) El ejercicio de la autonomía universitaria y el respeto por el pluralismo ideológico, 
demuestran que los centros superiores tienen libertad para determinar sus normas 
internas, a través de los estatutos, las cuales no podrán ser contrarias a la ley ni 
a la Constitución.

d) Los estatutos se acogen voluntariamente por quienes desean estudiar en el 
centro educativo superior, pero una vez aceptados son obligatorios para toda la 
comunidad educativa. El reglamento concreta la libertad académica, administrativa
y económica de las instituciones de educación superior.

e) El Legislador está constitucionalmente autorizado para limitar la autonomía 
universitaria, siempre y cuando no invada ni anule su núcleo esencial. Por lo tanto, 
existe control estricto sobre la ley que limita la autonomía universitaria.

f) La autonomía universitaria es un derecho limitado y complejo. Limitado porque 
es una garantía para el funcionamiento adecuado de la institución. Es complejo, 
como quiera que involucra otros derechos de las personas.

g) Los criterios para selección de los estudiantes pertenecen a la órbita de la 
autonomía universitaria, siempre y cuando aquellos sean razonables, 
proporcionales y no vulneren derechos fundamentales y en especial el derecho a la 

                                                           
5 Sentencia T-277/16.
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igualdad. Por ende, la admisión debe corresponder a criterios objetivos de mérito 
académico individual.

h) Los criterios para determinar las calificaciones mínimas deben regularse por 
reglamento, esto es corresponden a la autonomía universitaria.

i) Las sanciones académicas hacen parte de la autonomía universitaria. Sin 
embargo, son de naturaleza reglada, como quiera que las conductas que originan
la sanción deben estar previamente determinadas en el reglamento. Así mismo, la 
imposición de sanciones está sometida a la aplicación del debido proceso y del 
derecho de defensa”.

Como se examina en la sentencia, a pesar de la autonomía de la que disponen las 
instituciones universitarias, esta no excluye ni limita la función legislativa del 
Congreso de la República, el legislador mantiene su facultad de regulación que le 
permite ejercer justicia social a fin de propiciar los escenarios necesarios que 
permitan, entre otras cosas, el acceso y permanencia a la educación universitaria.

En ese orden de ideas, el derecho de las instituciones universitarias a adoptar su
reglamento y fijar los procedimientos a los que se va a someter, no es absoluto, sino 
que se encuentra limitado fundamentalmente por el respeto por el ejercicio legítimo 
de los derechos fundamentales, derivado de la obligación que el artículo 2° de la 
Constitución Política les impone a las autoridades de la República de Colombia para 
garantizar y propender por la efectividad de todos los derechos. 

Por otro lado, la misma H. Corte Constitucional se ha pronunciado mediante 
Sentencia T-974 de 1999 de la siguiente forma:

“La Sala debe, adicionalmente, ante esta situación insistir en el hecho de que las 
prácticas de las autoridades de los centros universitarios, mediante las cuales se 
consienta la realización de matrículas extemporáneas sin justificaciones objetivas y 
razonables, además de atentar contra la estabilidad administrativa, presupuestal y 
financiera de dichos entes, como ya se dijo, desvirtúan en sí mismo el propósito que 
persigue el proceso de formación educativo y atenta contra el derecho a la 
educación de los estudiantes. Igualmente, al referirse al derecho a la educación 
dispone: Esta Sala en anterior providencia, al referirse acerca del derecho a la 
educación señaló que constituye un derecho fundamental, esencial e inherente a 
los seres humanos para su desarrollo integral y armónico dentro del respectivo 
entorno sociocultural, en tanto configura elemento dignificador de la persona y 
medio de acceso al conocimiento, la ciencia, la técnica y los demás bienes y valores 
de la cultura”.

En suma, al ser el derecho a la educación superior un derecho fundamental 
progresivo, atendiendo a las razones esbozadas, es preciso salvaguardarlo dando 
las herramientas necesarias para garantizar el acceso y permanencia por parte de 
esta corporación en su actividad legislativa, consecuencialmente, se hace 
imperativo establecer límites razonables que permitan el desarrollo y cumplimientos 

de los derechos consagrados en el catálogo axiológico de la Carta política de 1991 
y de las ratio decidendi que el intérprete autorizado consigna en sus beneméritos 
pronunciamientos.

CONTENIDOS ESENCIALES QUE DEBEN SER GARANTIZADOS, 
PROTEGIDOS Y CUMPLIDOS POR EL ESTADO COLOMBIANO COMO 

NÚCLEO ESENCIAL DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA EDUCACIÓN.

La jurisprudencia constitucional6 ha establecido los contenidos esenciales que 
deben ser garantizados, protegidos y cumplidos por el Estado colombiano como 
núcleo esencial del derecho fundamental a la educación, de la siguiente manera:

“La jurisprudencia constitucional ha entendido que las matrículas académicas son 
una expresión de la dimensión civil del derecho fundamental a la educación. Con 
base en el artículo 67, inciso 4, de la Constitución, la Corte ha considerado que el 
pago de la matrícula es un deber académico del estudiante y, a su vez, implica un 
derecho de las instituciones educativas a exigir el pago por los servicios que 
prestan. En ese sentido, “no es cierto que esté prohibido constitucionalmente a las 
universidades el cobro de derechos académicos, ni que estos deban ser gratuitos, 
pues la Carta permite que aun en el sector público se pueda exigir el pago, pero 
solamente a quienes tengan la capacidad económica (…)”.

La jurisprudencia ha condicionado dicho deber a partir de dos escenarios 
constitucionales. El primero, el incumplimiento del pago de la matrícula o cualquier 
obligación pecuniaria no conllevan a la suspensión del derecho a la educación. El 
segundo, el acceso a prerrogativas y la fijación de los costos de matrícula deben
respetar el principio de igualdad en la distribución de cargas públicas y en la 
asignación de beneficios.

Frente al primer escenario, mediante la Sentencia T-019 de 1999, la Corte 
Constitucional decidió una acción de tutela promovida por un estudiante contra una 
institución educativa, por considerar que dicha institución vulneró, entre otros, su 
derecho a la educación, al no autorizarle la presentación de los exámenes finales 
como consecuencia de no cancelar la matrícula académica[. En virtud de ello, el
actor solicitó un crédito a la Universidad, la cual se lo otorgó, pero como finalizó el 
año sin cancelar lo adeudado, le impidió presentar los exámenes finales. El 
estudiante solicitó autorización para realizar los exámenes supletorios, los cuales 
fueron permitidos por la universidad bajo la condición de cancelar previamente las 
sumas adeudadas.

En dicha oportunidad, la Corte sostuvo que ante un conflicto entre el derecho del 
plantel a obtener el pago y el derecho que le asiste al educando de recibir una 
educación adecuada, integral y completa, se impone otorgarle a la educación una 
condición prevalente, ya que una medida que comporte el sacrificio de los 

                                                           
6 Recuento jurisprudencial efectuado por la Honorable Corte Constitucional en virtud de la sentencia 
T-198/19.

propósitos que el proceso educativo persigue en aras de un interés económico, 
resulta desproporcionada. La Corte amparó el derecho fundamental a la educación 
y ordenó que se le diera plena validez a los exámenes y procediera a conceder la 
habilitación de la materia, si a ello había lugar.

Igualmente, en la Sentencia T-310 de 1999, la Corte revisó una acción de tutela 
interpuesta por un estudiante quien, para matricularse a la universidad, consignó 
una parte del valor de la matrícula y firmó un pagaré por la suma restante. En virtud 
de ello, el estudiante asistió a clase y cumplió con sus obligaciones como estudiante. 
Sin embargo, por problemas económicos, el estudiante no pudo cancelar el pagaré 
firmado y, cuando fue a formalizar matrícula, ésta no fue autorizada pues era 
extemporánea.

En revisión, la Sala Séptima reiteró la regla de prevalencia del derecho a la 
educación frente al derecho de la institución educativa a obtener el pago derivado 
de la prestación del servicio. En dicha sentencia, consideró que el mecanismo 
idóneo para el cobro de la deuda adquirida a favor de la universidad es un proceso 
judicial, ajeno y diferente a las sanciones académicas que la universidad impone. 
Por tal motivo, amparó el derecho fundamental del accionante a la educación y 
ordenó legalizar la matrícula.

En la Sentencia T-933 de 2005, este Tribunal Constitucional resolvió una acción de 
tutela en donde el accionante alegaba que la universidad no le permitió que se 
graduara como profesional al no encontrarse a paz y salvo económicamente con la 
institución educativa. En sede de Revisión, la Corte sostuvo que los planteles 
educativos pueden exigir requerimientos al educando pero no pueden condicionar 
el derecho a la educación al cumplimiento de ciertas obligaciones.
                  
Asimismo, la Corte evidenció “ i) la efectiva imposibilidad del estudiante o de sus 
padres de cumplir con las obligaciones financieras pendientes con el 
establecimiento educativo; ii) que tales circunstancias encuentran fundamento en 
una justa causa y; iii) que el deudor adelantó gestiones dirigidas a lograr un acuerdo 
de pago o el cumplimiento de la obligación, dentro del ámbito de sus posibilidades 
y, por tanto, la actuación de la universidad de exigir el paz y salvo como requisito de 
grado a una persona en situación económica desfavorable vulnera el derecho a la 
educación”. En esa medida, la Corte amparó, entre otros, el derecho fundamental a 
la educación y ordenó al rector de la institución disponer lo necesario para otorgarle 
al accionante el título de abogado.

En la Sentencia T-531 de 2014, la Corte Constitucional conoció una tutela de un 
estudiante de odontología que, a causa de su condición socioeconómica, incumplió 
con el pago completo de las sumas adeudadas por concepto de matrícula y, por 
tanto, la institución educativa le negó la posibilidad de reintegro hasta tanto estuviera 
a paz y salvo con la institución educativa.

“En Revisión, la Sala Tercera encontró que i) el estudiante y su padre no podían 
pagar la deuda contraída; ii) eran personas que en ese momento contaban con 

recursos limitados, incluso para su subsistencia; y iii) le propusieron a la universidad 
celebrar un acuerdo de pago con base en su capacidad económica el cual no se 
pudo concretar. Con base en lo anterior, la Corte amparó el derecho a la educación 
y ordenó su reintegro a la institución educativa; asimismo, ordenó a la institución 
realizar un acuerdo de pago teniendo en cuenta la capacidad económica del 
estudiante”.

La Corte Constitucional, en la sentencia T-102 de 2017, revisó una acción de tutela 
de una estudiante de medicina a quien, al no cancelar la matrícula, la institución 
educativa le recomendó aplazar el semestre y, posteriormente, ante el continuo 
incumplimiento del pago, ordenó no emitir orden de matrícula.

En sede de revisión, la Sala Quinta de la Corte sostuvo que “la autonomía 
universitaria se encuentra limitada por las disposiciones constitucionales y legales, 
especialmente en lo que se refiere a la salvaguarda del derecho a la educación. Por 
tal motivo, de acuerdo con la Corte, el reglamento estudiantil no puede interferir con
los mandatos del núcleo esencial del derecho a la educación, dentro de los cuales 
se encuentra incluida la permanencia en el sistema educativo. Por tal motivo, ordenó 
el reintegro de la accionante y, a su vez, realizar acuerdos de pago con la accionante 
que se ajusten a su capacidad económica actual”.

A partir de las anteriores decisiones, la Corte Constitucional ha fijado que, ante un 
eventual conflicto entre el derecho del plantel educativo a obtener el pago por el 
servicio de enseñanza y los derechos fundamentales del educando -principalmente 
la educación-, es necesario otorgar a estos últimos una condición prevalente, sin 
que ello implique desconocer la posibilidad de las instituciones educativas de hacer 
efectivas las deudas a través de los medios jurídicos existentes. En ese sentido, 
para resolver los conflictos económicos entre el plantel educativo y los educandos, 
las instituciones educativas no deben utilizar aquellas medidas que tienden a hacer 
nugatorio el ejercicio de los derechos fundamentales, sino las vías judiciales que 
han sido estatuidas para el efecto.

Ahora bien, específicamente respecto al principio de igualdad frente a las cargas 
públicas y la asignación de beneficios, la Corte Constitucional ha sostenido que la 
relación igualdad y cargas públicas nace a partir de la doble naturaleza del derecho 
a la educación como derecho y como deber. De acuerdo con la Corte, la continuidad 
y permanencia en la prestación del servicio no sólo depende de la institución 
educativa, sino también del beneficiario del derecho, el estudiante, quien debe 
cumplir con unas cargas mínimas para su garantía. Ello implica que, para la 
exigibilidad del derecho a la educación, es necesario el cumplimiento de las 
obligaciones necesarias para la prestación del servicio educativo, siempre y cuando 
ellas sean compatibles con la Constitución.

Con respecto a la igualdad frente a la asignación de beneficios, la Corte 
Constitucional, mediante la Sentencia C-520 de 2016, al estudiar el requisito de “ser 
colombiano de nacimiento” como exigencia para acceder a los programas de beca 
establecidos en la Ley 1678 de 2013, consideró que se vulneraba el principio de 
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igualdad con respecto a los colombianos por adopción que, de acuerdo con la 
norma, se entienden excluidos de dicho programa.

En dicha oportunidad, la Corte sostuvo que la nacionalidad como criterio de 
diferencia para el acceso al beneficio de la beca es inconstitucional, pues, de la 
regulación de los extranjeros por parte del Constituyente, se evidencia que atiende 
más a su similitud que a sus diferencias, aun cuando ello no sea óbice para que el 
Legislador cree tratamientos justificados, los cuales únicamente son admisibles 
constitucionalmente a partir de una justificación reforzada de las diferencias.

En esa decisión, la Corte no sólo ahondó en el tratamiento injustificado entre 
nacionales por nacimiento y por adopción, sino que recabó en su 
inconstitucionalidad por vulnerar el derecho a la educación en su faceta de 
accesibilidad y la violación al principio de progresividad. Por tal motivo, declaró la 
inexequibilidad de la expresión “nacimiento” contenida en el numeral 1 del artículo 
4 de la Ley 1678 de 2013.

Posteriormente, este Tribunal Constitucional, mediante la Sentencia T-277 de 2016,
se refirió a la vulneración del derecho a la educación, en su faceta de accesibilidad,
como consecuencia de la imposibilidad de revisar el valor de la matrícula académica 
conforme a la situación socioeconómica de los estudiantes.

La Corte estableció que la norma de la universidad accionada que impedía la 
revisión de la situación socioeconómica de los estudiantes para efectos de reliquidar 
la matrícula, afectaba la garantía de accesibilidad, entendida como acceso 
económico a la educación, y de adaptabilidad, que exige que el sistema se adapte 
a las condiciones de los alumnos a través de su valoración de su contexto social y 
cultural con el propósito de evitar su deserción. Así, a partir de la teoría de la 
imprevisibilidad y la interpretación del contrato a través del principio de solidaridad 
social, se extrae la regla sobre la inconstitucionalidad de todas aquellas normas que 
expidan las universidades, en virtud de su autonomía universitaria, sobre la 
inmodificabilidad de las matrículas de los estudiantes.

Por lo anterior, del precedente analizado se deriva que la educación como derecho-
deber impone obligaciones a los estudiantes, entre las cuales están el pago de las 
matrículas y otras erogaciones que en virtud del contrato de educación, la institución 
universitaria les impone. Sin embargo, los deberes asignados deben responder a 
los principios de proporcionalidad y razonabilidad y, de manera más precisa, se 
deben garantizar las facetas del derecho a la educación, entre las cuales están 
la adaptabilidad y la accesibilidad. En ese sentido, se desprende que la imposición 
de cargas y el otorgamiento de beneficios deben cumplir con el principio de 
igualdad”.

Finalmente, se considera acertado traer a colación los artículos periodísticos 
publicados recientemente en diferentes medios de comunicación social a nivel 
nacional, en los que se hace registra los elevados incrementos efectuados por 

diferentes universidades, así como también, al aumento en la deserción estudiantil 
de las Instituciones de Educación Superior, tal y como se observa a continuación:

“Suspendido último semestre de Medicina de la Universidad Libre Cali7

Debido al derecho de petición y la falta de matriculados para el internado, se tomó 
la decisión de aplazar la ceremonia de batas blancas.

Un incremento desproporcional en la matrícula financiera del internado obligatorio 
2020, de la facultad de medicina de la Universidad Libre seccional Cali, denunciaron 
los estudiantes y padres de familia, que pasó de ocho millones 814 mil pesos a 
quince millones 814 mil pesos.

Los 78 estudiantes afectados por este incremento del 77 por ciento, aseguraron que 
cuando legalmente debería ser el valor del IPC correspondiente a un 3,8% para el 
año 2019.

Los estudiantes y padres de familia involucrados solicitaron mediante derecho de 
petición a la Universidad Libre, reajuste en el valor de la matrícula; cuya respuesta 
aún se encuentra pendiente. A raíz de ello, se dio cancelación a la ceremonia de 
batas blancas.

Según la Decana de la Faculta de Medicina de Unilibre Cali, debido al derecho de 
petición que los estudiantes y padres radicaron y la falta de matriculados para el 
internado, se tomó la decisión de aplazar la ceremonia de batas blancas.

“Consideramos un atropello más de la Universidad hacia nosotros, puesto que la 
ceremonia de batas está programada para el día 24 de enero, la matricula 
académica es hasta el 26 de enero y el pago de la matrícula Financiera hasta el 20 
febrero de 2020”, sostuvieron los estudiantes”.

“Número de matrículas nuevas a universidad cayó 11,4% durante el 20188

65% por ciento de las matrículas nuevas se hacen en la capital, 35% restante en el 
resto del país.

A 2018, según datos del Ministerio de Educación, las matrículas nuevas a 
Instituciones de Educación Superior (IES) disminuyeron 11,4% es decir 132.029 

                                                           
7 Publicado por Caracol Radio el 21 de enero de 2020, extraído de: 
https://caracol.com.co/emisora/2020/01/21/cali/1579643910_273867.html.
8 Publicado por La Republica el 30 de septiembre de 2019, extraído de:
https://www.larepublica.co/especiales/especial-educacion-septiembre-2019/numero-de-matriculas-
nuevas-a-universidad-cayo-114-durante-el-2018-2915026.

estudiantes menos. Según la cartera, del total de inscripciones hechas a IES, 
542.164 corresponden a programas de pregrados universitarios, lo que resulta 
equivalente a 46% del total.

Esto debido, entre otras, a las dificultades para acceder en zonas no centrales del 
país, en departamentos como Amazonas, Vaupés, Guainía y Vichada, ahí el 
promedio de matrículas es 476,8 por año.

Además, 65% de las nuevas matrículas a nivel nacional corresponden a las que se 
realizan en Bogotá, con 353.127 a 2018; el resto, varían entre los principales 
departamentos del país, entre ellos Antioquia, Valle del Cauca y Atlántico.

El aumento progresivo en los costos de la educación superior en instituciones privas 
ha limitado también al acceso a la misma, según el mismo Ministerio, las 
universidades oficiales tienen 12.271 estudiantes matriculados más que las 
privadas.

La disminución no solo se ve en matrículas nuevas sino también en las semestrales. 
Según los datos entre 2017 y 2018 se redujeron 0,5% para un total de 9.109 menos.

La deserción estudiantil es uno de los problemas con los que están luchando las 
universidades pues no solo se trata de costos sino de falta de motivación de los 
estudiantes a seguir con sus programas.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 372 DE 2021 CÁMARA

por medio de la cual se regula el servicio público de transporte individual en vehículo particular 
intermediado por plataformas digitales

PROYECTO DE LEY No. ___ de 2021 Cámara

“Por medio de la cual se regula el servicio público de transporte individual en
vehículo particular intermediado por plataformas digitales”

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA

TITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto la regulación del Servicio Público
de Transporte individual en vehículo particular Intermediado por plataformas
digitales.

Artículo 2. Principios. Para la interpretación y aplicación de la presente ley, serán
principios que regirán la prestación del Servicio Público de Transporte individual en
vehículo particular Intermediado por plataformas digitales, además de los principios
dispuestos por la Ley 335 de 1996 y las normas que la modifiquen o sustituyan, los
siguientes: la primacía de los derechos de los usuarios, la accesibilidad, la libre
competencia, la eficacia en el servicio, la seguridad y equidad de todos los actores

Artículo 3. Definiciones.

1. Operador de Plataforma de Intermediación para la Movilidad (OPIM): es la
persona jurídica que administre, opere o represente una Plataforma de
Intermediación para la Movilidad.

2. Plataformas de Intermediación para la Movilidad (PIM): son las páginas
web, interfaces informáticas, aplicaciones tecnológicas y demás desarrollos
tecnológicos y medios de comunicación electrónicos o digitales que permiten y
facilitan la interacción entre Conductores y Usuarios PIM para la prestación de
un Servicio Público de Transporte individual en vehículo particular

Cra. 7 No. 8-68 Edificio Nuevo del Congreso Of. 448B. 
Tel: 4325100 ext.: 3418 info@mauriciotoro.co

Intermediado por plataformas digitales.

3. Registro Único Nacional del Servicio Público de Transporte individual en
vehículo particular Intermediado por plataformas digitales o RUNSTPI:
será un registro único, que se lleve en el Registro Único Nacional de Tránsito
(RUNT) en el cual deberán estar inscritas las PIM, las OPIM, los Usuarios
Conductores y  los Vehículos.

4. Servicio Público de Transporte individual en vehículo particular
Intermediado por plataformas digitales: El Servicio Público de Transporte
individual en vehículo particular Intermediado por plataformas digitales, o
“Servicio Individual Intermediado” es la prestación de un servicio que tiende a
satisfacer necesidades de movilización y transporte de personas o cosas, dentro
del ámbito de las actividades, exclusivas o comerciales, permanentes y/o
transitorias, de las personas naturales y/o jurídicas a través de la
intermediación de una PIM y sin que ello exija la vinculación a una empresa de
transporte bajo los términos y condiciones que dispone la presente ley. El
recorrido y la tarifa se definirán mediante mecanismos digitales de una PIM.

5. Usuario Conductor: será una persona natural que sea un usuario registrado en
el RUNSTPI cuya actividad sea la prestación de manera personal de un Servicio
Público de Transporte individual en vehículo particular Intermediado por
plataformas digitales, sin importar que sea de forma permanente u ocasional.
Los Usuarios Conductores deberán contar con licencia de conducción en la
misma categoría exigida a los conductores de servicio de transporte público
individual tipo taxi. Para todos los efectos de lo dispuesto en la Ley 336 de 1996
y las normas que la modifican o la sustituyen, cada Usuario Conductor será
asimilado a una Empresa de Transporte, sin exigir mayores requisitos o
trámites a los dispuestos en la presente ley, en virtud a lo dispuesto en el
artículo 4 de la Ley 336 de 1996 que permite encomendar a los particulares la
prestación de cualquier servicio de transporte, previo cumplimiento de las
disposiciones  contenidas en la presente Ley.

6. Vehículo asociado a PIM: será el vehículo automotor de servicio particular que
sea utilizado para prestar un Servicio Privado de Transporte Intermediado. El
Ministerio de Transporte establecerá las características y condiciones mínimas
que deberá cumplir cualquier vehículo para poder ser empleado en la
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prestación del Servicio Público de Transporte Individual en vehículo particular
Intermediado por Plataformas Digitales, incluyendo pero sin limitarse a la
antigüedad, tamaño, cantidad de puertas, capacidad de bodega, sistemas de
frenado, que serán establecidos mediante criterios técnicos de seguridad y
deberán ser equiparables a los exigidos a los vehículos tipo taxi. No se exigirá el
cambio de tipo de servicio de particular a público de los vehículos que se
dispongan para este servicio, ni se exigirá cambio de placas.

Artículo 4. Adición al Artículo 5° de la Ley 336 de 1996. Adiciónese un parágrafo al
artículo 5° de la Ley 336 de 1996 el cual quedará así:

“Parágrafo: Para el caso del Servicio Público de Transporte Individual en vehículo
particular Intermediado por Plataformas Digitales, cada Usuario Conductor será
asimilado a una Empresa de Transporte para los efectos de la presente Ley, sin exigir
mayores requisitos o trámites a los dispuestos en las normas especiales que regulen
este servicio, en concordancia con el artículo 4 de la presente ley que permite
encomendar a los particulares la prestación de cualquier servicio de transporte”.

TITULO II
REGISTRO

Artículo 5. Registro Único Nacional del Servicio Público de Transporte Individual
en vehículo particular Intermediado por Plataformas Digitales (RUNSPTI). Créese
el Registro Único Nacional del Servicio Público de Transporte Individual en vehículo
particular Intermediado por Plataformas Digitales, el cual será incorporado al Registro
Único Nacional de Tránsito (RUNT). Dicho Registro podrá ser consultado de acuerdo
con los criterios que fije el Ministerio de Transporte, y se sujetará a las disposiciones
vigentes para el RUNT.

En el RUNSPTI deberán estar inscritos las PIM, las OPIM, los Usuario Conductores y los
Vehículos asociados a PIM. Las OPIM serán las obligadas a efectuar la inscripción,
actualización y renovación del registro ante el RUNSPTI de la PIM, del Usuario
Conductor, y del Vehículo asociado a PIM. En caso de que un Usuario Conductor y/o un
Vehículo asociado a PIM preste servicios a través de distintas PIM, se deberá reflejar en
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el RUNSPTI la vinculación con cada una de las PIM. Para el registro de los Usuarios
Conductores, se exigirá como mínimo, el certificado de Antecedentes Judiciales y la
licencia de conducción vigente y correspondiente a la categoría exigida para servicio
en  vehículo tipo taxi.

El Ministerio de Transporte tendrá un plazo de seis (6) meses calendario, contados a
partir de la promulgación de la presente ley, para reglamentar el funcionamiento del
RUNSPTI como parte del RUNT y lo dispuesto en el presente artículo.

TITULO III
CONDICIONES DEL SERVICIO, VEHÍCULOS, TARIFAS Y PÓLIZAS DE SEGUROS

Artículo 6. Vehículos para la prestación del Servicio Público de Transporte
Individual en vehículo particular Intermediado por Plataformas Digitales: Se
podrán emplear vehículos particulares para la prestación del Servicio Público de
Transporte Individual, siempre y cuando exista la intermediación de Plataformas
Digitales de forma permanente.

Todo vehículo deberá cumplir con las disposiciones que establezca el Ministerio de
Transporte respecto a las características y condiciones mínimas requeridas por los
vehículos para la prestación del Servicio Público de Transporte Individual en vehículo
particular Intermediado por Plataformas Digitales, incluyendo pero sin limitarse a la
antigüedad, tamaño, cantidad de puertas, capacidad de bodega, sistemas de frenado,
que serán establecidos mediante criterios técnicos de seguridad y deberán ser
equiparables a los exigidos a los vehículos tipo taxi.

Parágrafo: Lo dispuesto en la presente Ley no impide que el Servicio Público de
Transporte individual en vehículo tipo taxi se pueda prestar mediante Plataformas
Digitales. Dicha alternativa se podrá prestar dando cumplimiento a las disposiciones
vigentes para el transporte individual en vehículo tipo taxi.

Artículo 7. Esquema tarifario. Las OPIM podrán definir su esquema tarifario bajo la
forma de “libre fijación” de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley 336 de
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1996, y las normas que la modifiquen o sustituyan, basándose en las variables de
oferta y demanda, garantizando así la libre competencia en el Servicio Público de
Transporte  individual en vehículo particular Intermediado por plataformas digitales.

Todos los usuarios pasajeros deberán recibir información completa, suficiente y
detalladamente, de forma previa a la iniciación de un viaje o servicio, sobre el valor
exacto, los componentes de la tarifa y los impuestos aplicables. Este cálculo sólo podrá
variar si varían las condiciones de distancia, tiempo o destino.

Las OPIM deberán disponer de métodos de reporte en tiempo real a las Autoridades de
Tránsito sobre las tarifas y variables que resulten aplicables para los usuarios
pasajeros  en todo momento, según las autoridades competentes así lo requieran.

El pago del Servicio podrá hacerse por cualquier medio de pago admitido legalmente
en Colombia. Para las transacciones en efectivo, las OPIM deberán disponer de
mecanismos de control suficientes para dar cumplimiento a las normas contables y
tributarias vigentes en todo momento.

Los usuarios conductores, de manera colectiva, podrán acordar con las OPIM la fijación
de una remuneración mínima para cada servicio.

Artículo 8. Pólizas de seguro. Las OPIM deberán contratar, bajo su cargo y costo,
pólizas de seguros que cubran a los Usuarios Conductores, los Vehículos asociados a
PIM, a los pasajeros y a terceros de la siguiente manera:

1. Póliza por Responsabilidad Civil Extracontractual: Todo Vehículo deberá estar
cubierto con una póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual para
operar. Ésta tendrá la finalidad de amparar todo riesgo relacionado con la prestación
del Servicio Público de Transporte Individual en vehículo particular Intermediado por
Plataformas Digitales frente a pasajeros y terceros y será, requisito indispensable para
que el Vehículo pueda ser registrado en el RUNSTPI.

La póliza mencionada deberá cubrir cualquier siniestro que se presente durante la
prestación del Servicio Público de Transporte Individual en vehículo particular
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Intermediado por Plataformas Digitales o con ocasión de este. Como mínimo deberán
cubrir los riesgos de muerte, incapacidad permanente, incapacidad temporal, lesiones,
daños a bienes de terceros, gastos médicos de los Usuarios Conductores, los Pasajeros
y terceros.

2. Póliza de seguros para Usuarios Conductores: Póliza cuyo beneficiario sea el usuario
conductor, y asegure por lo menos los riesgos por muerte o incapacidad absoluta o
parcial por accidente de tránsito ocurrido durante el ejercicio de su labor; o por
muerte violenta o incapacidad absoluta o parcial causada durante el ejercicio de su
labor de conductor por hurto o tentativa de hurto o cualquier conducta delictiva
ocurrida durante la prestación del servicio o utilización de la plataforma a la espera de
un servicio, así como las pérdidas patrimoniales que sufra el Usuario Conductor
durante la prestación del servicio, por accidente o por conducta delictiva, incluyendo
pero sin limitarse al hurto o pérdida del vehículo, aún en los casos cuando el vehículo
no sea de propiedad del Usuario Conductor.

El Ministerio de Transporte tendrá un plazo de seis (6) meses calendario, contados a
partir de la promulgación de la presente ley para reglamentar los riesgos cubiertos, los
montos y demás condiciones aplicables a las pólizas de seguros incluidas en el
presente artículo, cuyas condiciones deberán ser equiparables a las exigidas a los
vehículos de servicio público individual de taxi. La contratación de las pólizas podrá
ser bajo la forma de “pólizas sombrilla” que incorpore a cada vehículo y cada Usuario
Conductor bajo un mismo contrato de seguros, y deberán ser expedidas en Colombia,
por compañías habilitadas para tal fin, de acuerdo con las normas vigentes sobre
seguros en Colombia.

TITULO IV
DE LAS OBLIGACIONES Y DERECHOS DE LOS ACTORES DEL SERVICIO

Artículo 9. Obligaciones de las OPIM. Las OPIM están obligadas a

1. Las OPIM deberán constituir en Colombia una persona jurídica o una sucursal
de sociedad extranjera, y esta será la persona jurídica responsable de todas las
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obligaciones y derechos conferidos por la presente Ley.

2. Dicha persona jurídica colombiana o sucursal colombiana de las OPIM será
quien, para efectos legales y tributarios, presta la intermediación del Servicio, y
por lo tanto, es quien deberá recibir el pago de las tarifas que hagan los
pasajeros, transacción que se efectuará para fines tributarios en el territorio
nacional colombiano, y por lo tanto, constituirán ingreso gravable de acuerdo
con la legislación tributaria vigente. Las OPIM serán responsables por el
impuesto de renta y demás impuestos que resulten aplicables de acuerdo con la
legislación tributaria vigente, así como serán responsables por la emisión de la
respectiva factura al Usuario Pasajero.

3. Cuando una PIM sea nueva en el mercado colombiano, deberá estar inscrita en el
RUNSPTI máximo a los tres (3) meses siguientes de encontrarse efectivamente
facilitando la prestación de Servicio Público de Transporte Individual en
vehículo particular Intermediado por Plataformas Digitales de manera
permanente en parte o todo el territorio nacional y estar disponible para que
Usuarios PIM se vinculen a ellas.

4. Contar con un sistema de calidad dentro de la PIM, por medio del cual el Usuario
Pasajero puede calificar el Servicio Público de Transporte Individual en
vehículo particular Intermediado por Plataformas Digitales, y mediante el cual
se pueda dar cumplimiento, vigilancia y sanción a las normas de calidad que
resulten aplicables al Servicio Público de Transporte Individual en vehículo
particular  Intermediado por Plataformas Digitales.

5. Inscribir en el RUNSPTI a los Usuario Conductores, y a los Vehículos que se
vinculen a la PIM, siempre que no se encuentren previamente registrados. En
caso de que el Usuario Conductor o el Vehículo ya se encuentre registrado, el
OPIM estará obligado a actualizar el RUNSPTI.

6. Proporcionar documentación suficiente que evidencie el registro de Usuario
Conductores y Vehículos cuando así se solicite.

7. Actualizar el RUNSPTI cuando el Usuario Conductor y/o el Vehículo dejen de
operar a través de la PIM.

8. Las OPIM deberán disponer de al menos una sede física en territorio colombiano,
así como mecanismos de atención de PQRs tanto de los pasajeros como de los
usuarios Conductores para atender dichas PQRs en plazos razonables y de
acuerdo con la normatividad vigente.
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9. Cada OPIM deberá disponer de mecanismos de participación y representación,
para que de forma colectiva, los Usuarios Conductores puedan participar en las
discusiones sobre modificaciones a los términos y condiciones de vinculación y
de servicio, así como en la fijación de una remuneración mínima que puede ser
acordada de forma colectiva entre usuarios Conductores y las OPIM.

10. Las OPIM deberán contar con sistemas de seguridad y validación de usuarios,
para garantizar la seguridad e identidad de Usuarios Pasajeros y de Usuarios
Conductores.

11. En caso de la ocurrencia de un siniestro o de una conducta ilícita y/o delictiva,
las OPIM deberán suministrar la información y pruebas necesarias y suficientes
para que la víctima y/o las autoridades competentes puedan iniciar y dar
trámite oportuno a las denuncias e investigaciones que correspondan. No se
exigirá a los usuarios pasajeros y/o usuarios conductores disponer de una
orden judicial o de autoridad competente para expedir las certificaciones o
pruebas necesarias para ejercer sus derechos e iniciar las denuncias respectivas
ante las autoridades competentes

12. Las OPIM deberán contar con mecanismos de asistencia al usuario para prestar
acompañamiento y asesoría inmediata a los usuarios conductores y usuarios
pasajeros que sufran algún tipo de accidente o sean víctimas de un delito
durante la prestación o utilización del servicio.

13. En caso de accidente y/o conducta delictiva, las OPIM deberán activar de
inmediato las pólizas de seguros dispuestas en la presente Ley, y deberá
informar oportunamente a los usuarios conductores y/o usuarios pasajeros que
resulten involucrados.

Artículo 10. Relación de las OPIM con Usuarios Conductores: Cada OPIM podrá
disponer de las formas contractuales que considere pertinentes, siempre y cuando
sean legales, típicas o atípicas, en la legislación colombiana para la vinculación de
Usuarios Conductores. En particular, deberán adoptar todos los derechos y deberes
que se otorguen en la legislación colombiana a las personas que presten sus servicios
mediante la utilización de plataformas digitales, y tratándose de Usuarios Conductores
que prestan el Servicio Público de Transporte Individual en vehículo particular
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Intermediado por Plataformas Digitales deberá adoptar adicionalmente las siguientes
condiciones especiales:

10.1 Costos y descuentos de las OPIM a los Usuarios Conductores. Las OPIM
deberán informar de forma permanente, clara, pública y disponible los porcentajes de
intermediación, o tarifa de servicio que cobren a los Usuarios Conductores. Las OPIM
no podrán efectuar ningún tipo de cobro, retención o descuento de ninguna clase que
no hayan informado previamente y de forma clara a los Usuarios Conductores.

10.2 Participación en modificación de tarifas y porcentajes: Cada OPIM deberá
disponer de mecanismos de participación y representación, para que de forma
colectiva, los Usuarios Conductores puedan participar en las discusiones sobre
modificaciones a los términos y condiciones de vinculación y de servicio. Como
mínimo, deberán garantizar la contratación de un profesional del derecho, que
represente las posiciones de los Usuarios Conductores. Igualmente, esta persona
estará facultada para actuar como veedora en los procesos disciplinarios o de índole
similar, que se lleve a cabo por parte de las OPIM y que resulten en sanciones de
cualquier tipo contra los Usuarios Conductores, garantizando el derecho a la defensa y
debido proceso, aun cuando dichos procesos resulten aplicados de forma automática
por parte de un algoritmo. Como parte de su política social empresarial, las OPIM
podrán contribuir a los procesos de organización y representación de los Usuarios
Conductores.

10.3 Protección de usuarios conductores, asesoría y acompañamiento en caso de
conductas delictivas o accidentes: Cada OPIM deberá disponer de mecanismos
suficientes para garantizar la identidad de los usuarios pasajeros, para evitar la
comisión de conductas delictivas o fraudes que perjudiquen a los usuarios
conductores. En caso de un accidente, siniestro o ocurrencia de una conducta delictiva,
las OPIM dispondrán de la asesoría y acompañamiento a los usuarios conductores, y
deberán suministrarles toda la información y pruebas necesarias para iniciar las
respectivas denuncias ante las autoridades competentes. Igualmente, las OPIM
deberán iniciar las acciones requeridas para activar y hacer efectivos los cubrimientos
de las pólizas de seguros respectivas establecidas en el artículo 8 de la presente Ley
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TITULO V
MODERNIZACIÓN DE LA REGLAMENTACIÓN DEL SERVICIO INDIVIDUAL TIPO

TAXI

Artículo 11. Modernización de la reglamentación del servicio de Servicio público
de transporte individual: El Ministerio de Transporte, dentro de un plazo de seis (6)
meses calendario siguiente a la promulgación de la presente Ley, deberá presentar al
Congreso de la República, un proyecto de ley cuyo objeto sea la actualización integral
de la reglamentación del servicio público de transporte individual mediante vehículo
taxi, que permita, entre otras, avanzar en la profesionalización del servicio, la
reducción de requisitos y trámites que resulten ineficientes, así como la plena
adopción de la  tecnología en la prestación del servicio.

Dicha reglamentación deberá contener como mínimo:

11.1. Un mecanismo de desmonte gradual de las reglamentaciones que permitieron la
cesión, transferencia o negociación de permisos de funcionamiento, tarjetas de
operación, derechos de reposición, o el permiso similar o equivalente de acuerdo con
las normas municipales o distritales que resulten vigentes.

11.2. Un mecanismo de compensación que permita compensar gradual y
proporcionalmente a las personas de buena fe que hayan obtenido mediante cesión,
transferencia o negociación, algún tipo de permiso de funcionamiento, tarjeta de
operación, derecho de reposición o permiso similar o equivalente de acuerdo con las
normas municipales o distritales. La compensación se deberá efectuar con cargo al
Fondo de Compensación de que trata el artículo 12 de la presente Ley, y para calcular
el monto de la compensación, el Gobierno Nacional establecerá un mecanismo que
podrá incorporar variables como los reportes tributarios de dichas transferencias, los
valores de referencia en cada ciudad, los años de duración, entre otros aspectos que
consideren pertinentes y oportunos para fijar los montos de las compensaciones.

11.3. Un mecanismo que permita la implementación de metodologías dinámicas para
la fijación de tarifas para el servicio individual tipo taxi, basadas en las variaciones de
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oferta y demanda del servicio, siempre y cuando se empleen mecanismos tecnológicos
y aplicaciones móviles para dicho fin. Se podrá permitir que en periodos de alta
demanda, la tarifa alcance un máximo del doble de la tarifa fijada como tarifa básica, de
acuerdo con las competencias de las autoridades municipales y distritales.

Artículo 12. Fondo de Compensación y contribuciones a cargo de las OPIM. Las
OPIM deberán hacer una contribución correspondiente al 3% sobre el valor facturado
por cada Servicio Público de Transporte Individual en vehículo particular
Intermediado por Plataformas Digitales. Esta contribución financiará un Fondo de
Compensación del servicio de transporte público individual, que estará a cargo del
Ministerio de Transporte, y que se deberá utilizar para financiar programas de
desmonte gradual de las reglamentaciones distritales y municipales de las que trata el
artículo anterior, en las jurisdicciones correspondientes al lugar donde se genere el
viaje y la contribución respectiva. Una vez cumplida esta destinación, los recursos del
Fondo serán destinados de forma proporcional al mantenimiento de la malla vial de
cada ciudad o municipio donde se haya prestado el servicio respectivo. El Ministerio de
Transporte reglamentará lo dispuesto en el presente artículo, dentro de los seis (6)
meses  siguientes a la promulgación de la presente Ley.

TITULO VI
INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL

Artículo 13. Autoridades Competentes de Inspección, Vigilancia y Control: Bajo la
suprema Dirección y Tutela Administrativa del Gobierno Nacional a través del
Ministerio de Transporte, las autoridades que conforman el Sector y el Sistema de
transporte serán las encargadas de la vigilancia y control del Servicio Público de
Transporte Individual en vehículo particular Intermediado por Plataformas Digitales,
según resulte aplicable de acuerdo con las normas vigentes, así como las normas que le
modifiquen o sustituyan, en especial, las normas que el Gobierno Nacional en cabeza
del Ministerio de Transporte emita para la reglamentación de lo dispuesto en la
presente Ley.

Artículo 14. Multas. Créese los numerales B.24, B.25 y B.26 en el artículo 131 de la
Ley  769 de 2002 modificado por el artículo 21 de la Ley 1383 de 2010 así:
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Artículo 131. Multas. Los infractores de las normas de tránsito serán
sancionados  con la imposición de multas, de acuerdo con el tipo de infracción así:

(…)

B.24. Prestar el Servicio Público de Transporte Individual en vehículo particular
Intermediado por Plataformas Digitales sin cumplir el lleno de los requisitos de
inscripción, actualización o renovación del Registro Único Nacional del Servicio
Privado de Transporte Intermediado (RUNSPTI).

B.25. Prestar el Servicio Público de Transporte Individual en vehículo particular
Intermediado por Plataformas Digitales suplantando o alterando la información
de una persona inscrita en el RUNSPTI.

B.26 Al prestar un Servicio Público de Transporte Individual en vehículo
particular  Intermediado por Plataformas Digitales, recoger usuarios en la vía
pública sin que

previamente se haya concertado un viaje mediante una Plataforma de
Intermediación para la Movilidad.

(…)”.

Artículo 15. Limitación al Servicio Público de Transporte Individual en vehículo
particular Intermediado por Plataformas Digitales: Para los municipios y ciudades
que constituyan áreas metropolitanas, podrán adoptar normas de acuerdo con sus
competencias constitucionales y legales, para controlar la cantidad de vehículos que
presten de forma simultánea el Servicio Público de Transporte Individual en vehículo
particular Intermediado por Plataformas Digitales, siempre y cuando los mecanismos
para determinar la cantidad y la identidad de los vehículos permitidos se base en la
implementación de mecanismos aleatorios basados en tecnología, garantizando
accesibilidad, gratuidad y aleatoriedad, y en ningún momento, se podrán adoptar
mecanismos de asignación permanente o temporal de permisos, licencias o cupos, ni
mecanismos que resulten adjudicables de forma discrecional por funcionarios de
cualquier tipo. Los mecanismos que para este fin se establezcan, deberán basar sus
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criterios de adopción y selección en variables de congestión vehicular, indicadores de
contaminación ambiental, entre otras variables de movilidad y necesidades que sean
priorizadas por las autoridades municipales y distritales, atendiendo al bienestar
general de los habitantes del respectivo municipio o área metropolitana.

Artículo 16. Incompatibilidad con otras actividades o formas contractuales:
Aquellos operadores de plataformas tecnológicas, que sin importar su denominación,
resulten equivalentes a la definición de OPIM, y que permitan, intermedien o
posibiliten, directa o indirectamente, cualquier tipo de servicio o contrato, tipico o
atipico mediante una plataforma digital, cuya prestación final y objetivo sea el
desplazamiento de una persona u objeto entre dos puntos físicos en un vehículo
particular, utilizando plataformas o aplicaciones digitales de cualquier tipo para unir la
oferta y la demanda de dicho servicio, estarán en la obligación de dar cumplimiento a
lo dispuesto en la presente norma, y por lo tanto, deberán ajustar su operación,
servicio, oferta, publicidad, plataforma o aplicación digital, y sus términos y
condiciones a lo dispuesto en la presente Ley. Cualquier conducta, esquema
empresarial, tecnológico, contractual típico o atípico, que se emplee con el objetivo de
evadir la aplicación de la presente Ley, podrá ser sancionado por las autoridades
competentes y de acuerdo a las normas vigentes, como incumplimiento a lo dispuesto
en la presente ley, y a la  prestación de un servicio sin el lleno de requisitos legales.

TITULO VII
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 17. Periodo de transición. Las OPIM, PIM, Usuarios Conductores y Vehículos
dispondrán de un periodo de transición correspondiente a seis (6) meses contados a
partir de la expedición de la reglamentación respectiva expedida por el Ministerio de
Transporte, de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 18. Vigencia y Derogatorias. La presente Ley rige a partir de su
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,
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MAURICIO TORO ORJUELA
Representante a la Cámara
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

PROYECTO DE LEY NO. _____ DE 2021 CÁMARA

“Por medio de la cual se regula el servicio público de transporte individual en
vehículo particular intermediado por plataformas digitales”

La cotidianidad actual presenta variados problemas cuya solución más efectiva se
encuentra a través de tecnologías de la información. Estas buscan mejorar la calidad de
vida de los ciudadanos, y se desprenden en su mayoría de los principios de la economía
colaborativa, entendida como el uso compartido de bienes y servicios con el fin de
emplearlos de formas más eficientes, a través de nuevas tecnologías.

En este sentido, en los últimos años la economía colaborativa ha logrado introducir
nuevas formas de producción, comercio y consumo. Especialmente, ha modificado la
manera como se intercambian bienes y servicios, al tener como elemento esencial las
tecnologías de la información y la comunicación (TIC).

En la actualidad, la mayoría de las aplicaciones y plataformas digitales se enmarcan
dentro de los principios de la economía colaborativa, siendo el transporte el segundo
sector más popular en el que operan las iniciativas que surgen en el marco de esta
estructura económica. De esta forma, las economías colaborativas han sido
consideradas como un elemento disruptivo que está revolucionado la industria.

En materia de movilidad se han desarrollado una amplia gama de plataformas
digitales, que sirven como intermediarias entre usuarios y prestadores del servicio de
transporte. Este es el caso del ride-hailing y ride-sharing, que desde el año 2010
empezó a expandirse en distintas ciudades norteamericanas y desde el 2012 en China,
que constituye hoy el principal mercado a nivel mundial, para luego expandirse en
diferentes partes del mundo, siendo Colombia un ejemplo de ello.

En este sentido, las aplicaciones y plataformas digitales hoy en día son consideradas
un elemento presente y necesario en la cotidianidad de los habitantes de Colombia. A
tal punto que este fenómeno viene siendo reconocido en diferentes disposiciones
legales desde hace ya algunos años, siendo un claro ejemplo de ello los tres últimos
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Planes  Nacionales de Desarrollo.

La Ley 1450 de 2011 “Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014”, en su artículo 56, asignó
a los prestadores del servicio de Internet el deber de ser neutrales respecto de los
contenidos, aplicaciones y plataformas digitales lícitas existentes en el ciberespacio.
Para ello se prohibió la limitación arbitraria de estos espacios digitales.

En el mismo sentido, la Ley 1753 de 2015 o Plan Nacional de Desarrollo 2014- 2018,
radicó en cabeza de la Nación el deber de asegurar “la prestación continua, oportuna y
de calidad de los servicios públicos de comunicaciones”, a través del desarrollo de redes
de telecomunicaciones. Lo anterior fue establecido con el fin de garantizar el derecho
a la comunicación, a la información y a los servicios de las TIC.

Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo actualmente vigente (Ley 1955 de 2019)
ordenó a las autoridades gubernamentales diseñar una política pública que permita
caracterizar las condiciones de prestación de servicio de las aplicaciones y plataformas
digitales y tecnológicas, así como las modalidades de protección que se puedan
generar  a partir del uso de estas.

De los tres Planes de Desarrollo Nacional anteriormente mencionados, puede
concluirse que:

(i) las aplicaciones y plataformas digitales lícitas no pueden ser restringidas
arbitrariamente;

(ii) dichas aplicaciones y plataformas digitales, no sólo promueven el desarrollo y
masificación de las telecomunicaciones, sino también son esenciales para
garantizar el ejercicio de diversos derechos constitucionales por parte de los
ciudadanos; y

(iii) existe la necesidad de regular el funcionamiento de dichos espacios digitales,
tal como fue reconocido en el PND actual por disposición legal expresa.

Por todo lo anterior, teniendo en cuenta los lineamientos estratégicos que en materia
digital han sido formulados por el Gobierno Nacional en los últimos tres PND, resulta
claro que las aplicaciones y plataformas digitales constituyen un elemento cada vez
más presente en la cotidianidad de los ciudadanos colombianos, razón por la cual es
un  fenómeno que necesita ser regulado en su integridad.

Algunas de las razones por las cuales se debe regular en Colombia a las economías
colaborativas y plataformas digitales, se exponen a continuación.

Cra. 7 No. 8-68 Edificio Nuevo del Congreso Of. 448B. 
Tel: 4325100 ext.: 3418 info@mauriciotoro.co

1. Crecimiento económico

Las plataformas digitales de transporte intermediado hacen parte de las economías
colaborativas. Estas últimas han demostrado generar diversos beneficios económicos,
específicamente: (i) la reducción de costos de transacción, por la agilidad e inmediatez
que caracterizan a las nuevas tecnologías; (ii) la promoción del emprendimiento; (iii)
la eficiencia en el uso de los productos, lo que se traduce en productividad; y (iv)
menores asimetrías de la información, pues busca que el usuario digital reduzca los
costos de búsqueda de información, a fin de que pueda elegir con la menor posibilidad
de error .1

Según el Ministerio de Tecnologías de la Información y la Comunicación, el aporte de
las economías colaborativas y las plataformas digitales al crecimiento del Producto
Interno Bruto de Colombia en 2018 fue de aproximadamente un 5% del PIB.2

En materia tributaria la tendencia de crecimiento es semejante, pues la introducción
de nuevas plataformas digitales ha representado para el Estado Colombiano un
recaudo de impuestos muy superior en comparación con años anteriores. Un ejemplo
de ello fue Uber Colombia S.A.S., que para el año 2018 contribuyó cuarenta y cuatro
mil millones  de pesos ($44.000.000.000) por concepto de obligaciones tributarias .3

2. Fomentar la innovación de los ciudadanos

Resulta importante resaltar que este tipo de plataformas digitales han sido resultado
de la democratización de las TIC y de la innovación creciente por parte de los
ciudadanos, cuya promoción es uno de los propósitos que debe ser cumplido por el
Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, tal como afirma la Ley 1951 de  2019.

3. Emprendimiento y nuevas formas de trabajo

Tal y como sostuvo la Comisión Europea (2016) en su documento “una agenda para la
economía colaborativa”, los nuevos modelos empresariales, impulsados por la

3
https://www.portafolio.co/negocios/empresas/este-ano-uber-ha-pagado-unos-44-000-millones-en-impuestos-524025

2
https://elnuevosiglo.com.co/articulos/08-2016-economia-digital-aportara-5-al-pib-del-pai

1
Superintendencia de Industria y Comercio: Regulación y Competencia en Economías Colaborativas; Banco Interamericano de Desarrollo (2017). Retos y

posibilidades de la economía colaborativa en América Latina y el Caribe
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innovación tecnológica, contribuyen significativamente a la competitividad de un
Estado y crea nuevas oportunidades de desarrollo para los ciudadanos,
específicamente  desde la perspectiva del emprendimiento laboral .4

En relación con lo anterior, en el año 2017 el Banco Interamericano de Desarrollo

(BID) afirmó que “desde hace algunos años existe una fuerte tendencia hacia un entorno5

laboral con más trabajadores autónomos o por cuenta propia quienes, por medio de
nuevas tecnologías y plataformas digitales, obtienen ingresos. Un ejemplo de ello es un
estudio realizado en 2015 de FreelancersUnion y UpWork, en el cual se indica que en
Estados Unidos hay casi 54 millones de trabajadores autónomos, lo que representa 34%
de la fuerza laboral estadounidense. Un 43% de ellos son milénnials y la mayoría de los
nuevos trabajadores autónomos se incorporan a partir de la economía colaborativa. La
tendencia marca que llegarán a representar 50% de la fuerza laboral en 2020, según un
artículo de Forbes (Forbes, 2016). Son cada vez más los trabajadores autónomos que
encuentran oportunidades laborales a través de plataformas digitales”.

De lo anterior se colige que las plataformas digitales se están traduciendo en nuevas
formas de emprendimiento en la región, tendencia que se ha reflejado en Colombia
donde una parte importante de la población se está vinculando a esta estructura
económica.

4. Derecho a la libertad de empresa y la libre competencia

En este sentido, la economía colaborativa y plataformas digitales que en ella se
enmarcan, permiten que cualquier ciudadano tenga la libertad de emprender y
convertirse en oferente de bienes y servicios, con pocas barreras de entrada en el
mercado6, permitiendo así la creación de nuevas alternativas de negocio y el ingreso
de nuevos competidores al mercado, lo cual materializa los principios de libre
competencia y libertad de empresa, consagrados en el artículo 333 de la Constitución
Política de Colombia.

5. Cuidado del medio ambiente

De igual forma este tipo de estructuras económicas y, consecuentemente las
plataformas digitales que se enmarcan en esta contribuyen a materializar el derecho al

5
Banco Interamericano de Desarrollo (2017). Retos y posibilidades de la economía colaborativa en América Latina y el Caribe.

4
Comisión Europea (2016). Una agenda para la economía colaborativa.
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medio ambiente sano consagrado en el artículo 79 de la Constitución Nacional. Lo
anterior en razón a que, a través de figuras como la movilidad compartida o
ridesharing, implementadas y promovidas por las plataformas tecnológicas de
transporte intermediado, se fomenta el cuidado del medio ambiente, pues se reducen
las  emisiones contaminantes de vehículos.

6. Nuevas dinámicas de consumo.

Como fue mencionado anteriormente, la idea primordial de la economía colaborativa
es acercar la oferta de determinada clase de servicios con las necesidades particulares
de los usuarios. En ese sentido, siempre que estos últimos lo requieran, podrá existir
una persona disponible para prestar dicho servicio. Lo anterior ha generado nuevas
dinámicas de consumo en el mercado que se caracterizan por la agilidad, inmediatez y
la facilidad de acceso para los usuarios.

7. Necesidad de protección de los consumidores y de la libre competencia
en el mercado colombiano

Es importante precisar que, tal como ha sostenido el BID, estas nuevas dinámicas de
consumo promovidas por la economía colaborativa reflejan la necesidad que existente
en América Latina de regularlas al igual que las iniciativas digitales propias de estas,
con el fin de poder establecer lineamientos que protejan al consumidor digital.

En el mismo sentido, la Superintendencia de Industria y Comercio ha afirmado en
diferentes ocasiones la urgencia que existe de regular estas nuevas estructuras
económicas y plataformas digitales, para proteger la libre competencia del mercado
colombiano. Según afirmó dicha entidad, “las economías colaborativas pueden tener la
potencialidad de concentrar los mercados, al menos en el corto y mediano plazo, dada
una innovación disruptiva. La evidencia empírica ha demostrado que, en la actualidad,
los participantes en las economías disruptivas, ante ausencia de regulación efectiva,
pueden comportarse de una manera que no necesariamente es coincidente con las
expectativas  de los consumidores” .6

8. Inseguridad jurídica actualmente existente

6
superintendencia de Industria y Comercio: Regulación y Competencia en Economías Colaborativas;
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La falta de regulación que actualmente existe respecto de este tipo de plataformas ha
generado inseguridad jurídica en el sector privado. Esta incertidumbre normativa se ha
visto especialmente reflejada en el ámbito de los seguros de automóviles. Es deseable
una regulación clara que permita a las plataformas de movilidad y a sus usuarios
acceder a un esquema adecuado de aseguramiento.

Las plataformas digitales constituyen un elemento dinamizador de la economía de los
países que les han abierto las puertas, y se han convertido en un sector importante que
refleja su aporte al PIB. Se estima que en Colombia el aporte de las plataformas de
economía colaborativa puede estar entre el 0,2 y 0,3% según el estudio que realizó
Fedesarrollo (2020), para evaluar el impacto de las plataformas digitales en la
productividad y el empleo en el país .7

Este estudio alcanzó a evaluar los impactos de la emergencia de salud mundial
generada por el COVID-19, y el rol que han jugado las plataformas digitales. Previo a la
emergencia, las plataformas empleaban alrededor de 200.000 personas, cifra que
representa el 0,9% del empleo en Colombia. Las plataformas de transporte se
convierten en muchas ocasiones en el sustento principal de las familias y en grandes
empleadoras para aquellas personas que quieren generar ingresos adicionales. Las
facilidad para empezar a trabajar en este tipo de economía, permite compensar los
flujos de caja de las personas que se ven interrumpidos cuando por alguna razón
pierden su empleo, lo que les permite seguir cumpliendo con sus obligaciones y logran
disminuir su nivel de endeudamiento.

Sin embargo, con la pandemia, el desempleo se disparó hasta llegar al 21,4%, lo que se
traduce en una pérdida de más de 5.4 millones de empleos en el país. Esta cifra es
relevante, si la comparamos con el 38% de los prestadores de servicio por medio de
plataformas que aseguran que de no ser por ellas, no tendrían ninguna actividad para
derivar su sustento. Es decir, la cifra de desempleo podría ser muy superior, de no ser
por el empleo generado por las plataformas.

El rol de las plataformas de transporte para la reactivación económica va a ser

7
https://www.fedesarrollo.org.co/sites/default/files/presentacion.pdf
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fundamental desde dos puntos de vista principalmente: i) los sistemas de transporte
masivo no van a ser suficientes para movilizar a la cantidad de personas que realizan
viajes diariamente, y no van a ser seguros para mantener el distanciamiento social y ii)
las nuevas formas de producción y de consumo involucran un elevado uso de servicios
prestados a través de este tipo plataformas.

La pandemia demuestra que la reactivación económica va a venir ligada de una
expansión digital acelerada, que va a dar la pauta para las relaciones económicas que
se generen a futuro, y por esto es conveniente generar un marco normativo claro que
permita que las relaciones sean sostenibles a largo plazo.

Cordialmente,

MAURICIO TORO ORJUELA
Representante a la Cámara
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 373 DE 2021 CÁMARA

por la cual se modifica el régimen de financiación de vivienda individual y familiar de largo plazo en lo 
relativo al pago de costos de avalúos técnicos y de estudio de títulos.

PROYECTO DE LEY __ DE 2021

“Por la cual se modifica el régimen de financiación de vivienda individual y familiar
de largo plazo en lo relativo al pago de costos de avalúos técnicos y de estudio de
títulos”.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. Consideraciones preliminares

De acuerdo con las disposiciones constitucionales (Art. 335), “las actividades financiera,
bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e
inversión de los recursos de captación (...) son de interés público y únicamente pueden
ser ejercidas previa autorización del Estado, conforme a la ley, la cual regulará la forma de
intervención del Gobierno en estas materias y promoverá la democratización del crédito”.
No obstante, esta norma debe interpretarse de forma sistemática con lo dispuesto por el
artículo 333 Superior, que en referencia a la libertad contractual y la autonomía privada en
materia de contratación señala: “la actividad económica y la iniciativa privada son libres,
dentro de los límites del bien común”.

En tal sentido, una de las finalidades de la intervención del Estado en estas actividades es
la de contribuir a la democratización del crédito, permitiendo que más personas puedan
acceder de una manera rápida y efectiva al sector financiero y comercial para suplir
necesidades y mejorar su nivel de vida.

Este propósito se encuentra fundamentado, en primer lugar, en el hecho de ser el sector
financiero el principal soporte de cualquier sistema económico a nivel nacional y mundial,
y, en segundo lugar, en la necesidad que tiene el Estado de acercar el crédito financiero a
todos los ciudadanos sin discriminación alguna, especialmente a aquellos que se
encuentran en desventaja por causa de la pobreza y la falta de oportunidades.

En ese sentido, las instituciones financieras cumplen un importante papel que le asigna el
Estado, que es el de recaudar el ahorro público e incentivar el mejoramiento económico
de las familias y las empresas, mediante el otorgamiento de créditos facilitadores de
actividades económicas, o bien para la adquisición de vivienda nueva o mejoramiento de
la misma que dignifiquen la vida de las personas.

No obstante, a pesar del esfuerzo que se ha venido haciendo en Colombia para la
democratización del crédito, este propósito se ve minimizado por un complejo espectro de
barreras de acceso, siendo la más importantes la insuficiencia de ingresos que afecta a
más del 60% de los ciudadanos, situación que les impide ser sujetos de crédito de los
intermediarios financieros.

En lo que tiene que ver con el acceso al crédito de vivienda individual y familiar, sin duda
alguna la problemática del financiamiento tiene que ver con la escasa oferta de crédito del
sistema financiero debido a la situación de pobreza de la población y los altos índices de
informalidad laboral que afecta la economía. Un estudio del Banco Interamericano de
Desarrollo –BID, señala que la compra de una vivienda no solo es la decisión de inversión
más importante de la mayoría de la población, sino que, además, depende de manera
crítica de la disponibilidad de crédito. “Por lo general se asume que una familia no debería
gastar más del 30% de sus ingresos en pagar un préstamo hipotecario, de modo de no
afectar sus otras necesidades básicas. Si se considera una tasa de interés real del 6%
para la compra de una vivienda básica a un precio de US$15.000, el 19% de los hogares
no podría acceder a la misma en el mercado formal (BID. Domínguez, et. alt. 2017).

En cuanto a la informalidad laboral, la Organización Internacional del Trabajo –OIT señala
que la incapacidad de documentar los ingresos es un requisito previo que muchas veces
impide tener acceso al mercado hipotecario. “Si un hogar no puede demostrar sus fuentes
de ingreso, no logra acceder a las formas tradicionales de financiamiento para adquirir o
construir una vivienda. De esta manera, la informalidad laboral previene al sistema
financiero tradicional de atender a un gran número de familias, dado que se estima que el
50% de los trabajadores de América Latina y el Caribe se encuentra en el mercado
informal” (OIT, 2016).

Frente a esa problemática se ha venido legislando y concertando con el sector financiero
para reducir las causas de las restricciones crediticias, lo que ha implicado poner en
marcha programas que incluyen subsidios al pago inicial y la tasa de interés, seguros de
hipotecas y asistencia técnica. No obstante, estas facilidades aún no resultan suficientes
para expandir los índices de democratización del crédito, pues existen gastos de trámite,
adicionales al pago de impuestos notariales y de registro que deben ser compartidos entre
el deudor/locatario y la entidad financiera, observándose una evidente desproporción de
las cargas económicas entre las partes, que muchas veces impiden el acceso al crédito
de vivienda individual y familiar.

Estas onerosas cargas están representadas en el pago de costos de avalúos técnicos y
de estudio de títulos, las cuales, de aprobarse este proyecto de ley, estarían a cargo de
los establecimientos de financiación de créditos de vivienda individual y familiar de largo
plazo.

2. Requisitos condicionantes del crédito de vivienda individual de largo plazo

La Ley 546 de 1999 creó en Colombia un sistema especializado de financiación de
vivienda individual de largo plazo basado en instrumentos de ahorro destinado a dicha
financiación, y dictó medidas relacionadas con los impuestos y otros costos vinculados a
la construcción y negociación de vivienda. Para ello le asignó la competencia al Gobierno

Nacional de fijar las condiciones necesarias para hacer efectivo el derecho constitucional
a la vivienda digna, de conformidad con los siguientes objetivos y criterios:

1. Proteger el patrimonio de las familias representado en vivienda.

2. Proteger y fomentar el ahorro destinado a la financiación y a la construcción de
vivienda, manteniendo la confianza del público en los instrumentos de captación y en los
establecimientos de crédito emisores de los mismos.

3. Proteger a los usuarios de los créditos de vivienda.

4. Propender por el desarrollo de mecanismos eficientes de financiación de vivienda a
largo plazo.

5. Velar para que el otorgamiento de los créditos y su atención consulten la capacidad de
pago de los deudores.

6. Facilitar el acceso a la vivienda en condiciones de equidad y transparencia.

7. Promover la construcción de vivienda en condiciones financieras que hagan asequible
la vivienda a un mayor número de familias.

8. Priorizar los programas y soluciones de vivienda de las zonas afectadas por desastres
naturales y actos terroristas.

Esta norma define el crédito de vivienda individual a largo plazo como el otorgado a
personas naturales orientado a financiar la compra de vivienda nueva o usada o la
construcción de una unidad habitacional, así como la operación de leasing habitacional
destinada a la adquisición de vivienda familiar. El contrato de leasing financiero consiste
en la entrega que una entidad autorizada hace a un locatario de la tenencia de un
inmueble para destinarlo exclusivamente al uso habitacional y al goce de su núcleo
familiar, a cambio del pago de un canon periódico, durante un plazo convenido, a cuyo
vencimiento el bien se restituye a su propietario o se transfiere al locatario, si este último
decide ejercer la opción de adquisición pactada a su favor y paga su valor.

El artículo 3º de dicha norma, reemplazó el anterior sistema de financiación de viviendas a
través de Unidades de Poder Adquisitivo Constante-UPAC por el de Unidad de Valor Real
–UVR, definiendo ésta como “una unidad de cuenta que refleja el poder adquisitivo de la
moneda, con base exclusivamente en la variación del índice de precios al consumidor
certificada por el DANE”.

3. Cargas al usuario del sistema financiero en créditos de vivienda

El numeral 4º del artículo 17 ibídem, establece entre las condiciones generales para el
otorgamiento de los créditos: “4. Estar garantizados con hipotecas de primer grado
constituidas sobre las viviendas financiadas”. Asimismo, el numeral 9 consagra: “Para su
otorgamiento, el establecimiento de crédito deberá obtener y analizar la información
referente al respectivo deudor y a la garantía, con base en una metodología técnicamente
idónea que permita proyectar la evolución previsible tanto del precio del inmueble, como
de los ingresos del deudor, de manera que razonablemente pueda concluirse que el
crédito durante toda su vida, podría ser puntualmente atendido y estaría suficientemente
garantizado”.

Estas dos condiciones, actualmente vigentes, conllevan para el deudor/locatario el pago
de costos por avalúos técnicos y por estudios de títulos. Estas cargas se suman al deber
que tiene éste de compartir los costos de derechos notariales y de registros con ocasión
de la constitución o modificación de gravámenes hipotecarios, los cuales, acorde con el
artículo 31 de la 546 de 1999, se liquidan sobre el cuarenta por ciento (40%) de la tarifa
ordinaria aplicable.

Costos de avalúos técnicos

Como se mencionó, la Ley 546 de 1999 establece como la firma de contratos o pagarés
que se suscriban con el objeto de financiar la adquisición o construcción de vivienda y/o
su mejoramiento, así como las reestructuraciones sobre los mismos, la de garantizar la
capacidad de pago por parte del deudor. Para esto, los establecimientos de crédito deben
obtener y analizar la información referente al respectivo deudor y a la garantía, con base
en una metodología técnicamente idónea que permite proyectar la evolución previsible
tanto del precio del inmueble, como de los ingresos del deudor, de manera que
razonablemente pueda concluirse que el crédito durante toda su vida, podría ser
puntualmente atendido y estaría suficientemente garantizado.

Para ello, el numeral 4 del art. 17 de dicha ley dispone que el bien inmueble que se
financia constituye una garantía. La valoración de éste debe hacerse a través de un
avalúo que debe realizarse de manera independiente y objetiva acorde con las
disposiciones que regulan la actividad del avaluador contenidas en la Ley 1673 de 2013
“Por la cual se reglamenta la actividad del avaluador y se dictan otras disposiciones” y las
que la complementan.

En Colombia no existe un criterio definido y unificado para estimar el costo de realización
de un avalúo inmobiliario. En el ámbito particular se aplican distintas metodologías, donde
cada una de ellas presenta criterios particulares sin existir consenso al respecto, lo que
conlleva a que se presenten múltiples resultados y un mismo número de opciones para
que el cliente pueda decidir cuál de estas alternativas tomar, siendo la tendencia escoger
la de menor cuantía. La Ley 1673 de 2013 que regula la actividad del avaluador en
Colombia no menciona el tema de honorarios. Generalmente las normas existentes se
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centran en el desarrollo de los avalúos inmobiliarios en el marco de la Ley 388 de 1997
(Ley de Desarrollo Territorial o Ley de los POT). 

No obstante, en la práctica general, se tiene establecida una tarifa base de 1 x 1.000 que
se aplica al resultado del avalúo, la cual es negociable dependiendo del tipo de activo a
avaluar.

En el caso de las instituciones financieras, la tasa de cobro del avalúo varía. En todo caso,
este coste es asumido por el deudor/locatario.

Costos de estudios de títulos

En los procesos de financiación de un inmueble a través de un crédito, sea éste
hipotecario o de leasing, luego del análisis de la capacidad de pago del solicitante y de la
exigencia del avalúo comercial, las entidades crediticias exigen la elaboración de un
estudio de títulos sobre el inmueble que se pretende dar como garantía para el pago de la
obligación. Estos estudios los realizan abogados especialistas en la materia y consisten
en el análisis que se realiza sobre los diferentes títulos que tienen lugar para la hipoteca
de un inmueble, con el fin de que se verifique que éste se encuentra libre de vicios y de
ciertos gravámenes, garantizando a la entidad financiera salvaguardar su patrimonio.

Los bancos y entidades crediticias en general tienen sus propias políticas para el
procedimiento de elaboración de los estudios de títulos para bienes inmuebles. La
mayoría de estos parámetros, más que obedecer a razones jurídicas, obedecen a
directrices de la entidad financiera con el fin de facilitar y dar agilidad al proceso de
legalización de un crédito y de su consecuente materialización en el mundo jurídico, a
través de una constitución de hipoteca o de un leasing en cualquiera de sus modalidades

De acuerdo con ASOBANCARIA, el valor del estudio de título varía dependiendo del
banco. Sin embargo, se estima que su costo es del 0,12 % sobre el valor del inmueble, el
cual debe ser asumido por el deudor hipotecario.

4. Equidad y proporcionalidad en las cargas de créditos hipotecarios
Trasladar el costo de los avalúos técnicos y de estudios jurídicos de títulos del
deudor/locatario al acreedor crediticio hipotecario del sistema financiero colombiano, es el
principal propósito de este proyecto de ley. Esta decisión tiene como finalidad superior la
de introducir en la legislación colombiana regulatoria del crédito de vivienda unipersonal y
familiar de largo plazo, un criterio de equidad y proporcionalidad en las cargas que
representan los costos de trámite del mismo, lo cual contribuiría avanzar hacia una
verdadera democratización en el acceso del crédito de vivienda y hacia la eliminación
progresiva del crédito informal.

De hecho, la expedición de la Ley 546 de 1999 significó un gran avance en esta materia al
prohibir a los prestamistas financieros que consideren la raza, color, nacionalidad, religión,
sexo, tipo de familia, o discapacidad en la asignación préstamos hipotecarios para
residencias, lo que significa que el préstamo equitativo garantiza las mismas
oportunidades de préstamos a todo el mundo.

Igualmente, la Ley 546 de 1999 reduce la eventualidad de los llamados “préstamos
depredadores” que representan una práctica inapropiada de préstamo de vivienda
especialmente en el mercado extra bancario, pues eliminan los principios de equidad y
proporcionalidad al establecer cargas de costos excesivos, innecesarios y/o inequitativos,
que para los sectores de población menos pudientes representan barreras de acceso al
crédito de vivienda de largo plazo o altos riesgos de perder sus viviendas.

Teniendo en cuenta que los préstamos de alto riesgo desempeñan una función
considerable y legítima en el mercado actual de préstamos hipotecarios, y que es
necesario garantizar a las entidades financieras el rescate de su inversión con tasas de
rentabilidad razonables, y que éstos tienden a tener un mayor costo y algunas veces
tienen condiciones menos favorables que los préstamos del mercado extra bancario,
también es necesario reducir la carga económica de los mismos para sus consumidores.
Dos de estas cargas están representadas en los costos de avalúos técnicos y los costos
de estudios de títulos, que deben ser pagados por el deudor/locatario.

En efecto, es evidente que el financiamiento de la vivienda es un elemento central de toda
política habitacional. Ésta debe tener en cuenta dos aspectos para que el financiamiento
de vivienda a largo plazo sea viable y sostenible. En primer lugar, la financiación debe
ofrecer rentabilidad a las entidades que participan en el mercado, pues de lo contrario
sería inviable atraer inversión privada hacia el sector de vivienda. En segundo lugar, la
financiación debe adecuarse a la capacidad de pago de los potenciales prestatarios, pues
de no serlo la población con menores ingresos quedará marginada de las operaciones del
mercado crediticio.

Los dos objetivos antes mencionados no son incompatibles y se inscriben en los
propósitos del artículo 333 y 335 constitucionales, que le han permitido al Estado mediar
para introducir en el sistema criterios de equidad y proporcionalidad siempre en defensa
del bien común.

En el primer caso se tiene que, de acuerdo con la Superintendencia Financiera , a pesar1

de la coyuntura sanitaria presentada en el país durante el año 2020, el sistema
financiero del país registró utilidades acumuladas a octubre de ese año de $24,17

1

https://www.larepublica.co/finanzas/la-utilidades-del-sistema-financiero-a-octubre-de-2020-sumaron
-unos-2417-billones-3105417

billones, registrando los establecimientos de créditos utilidades por $5,26 billones, cifra
inferior de 52,7% o $5,9 billones menos frente al mismo período de 2019.

Medidas similares a la que se pretende aprobar en este proyecto de ley, han sido
adoptadas en otros países del mundo, como España, en el que recientemente, en enero
de 2021, su Tribunal Supremo determinó mediante sentencia, la obligación de las
entidades financieras de devolver a los clientes el cien por cien de los gastos de tasación
de la vivienda, ligados a la constitución de los contratos hipotecarios, si se les impuso a
los prestatarios de manera abusiva o indiscriminada, es decir, si no hubo negociación
entre las partes para repartir los costes. Al respecto dijo: "(...) La ley hipotecaria, que entró
en vigor en 2019, zanjó la polémica en el reparto de los gastos asociados a la
formalización del préstamo hipotecario al imponer qué parte asume cada coste. Desde
entonces, la banca carga con los gastos de notaría, gestoría, registro de la propiedad,
nota simple y asume el Impuesto de Actos Jurídicos Documentados (IAJD). Los clientes
pagan la tasación de la vivienda y el IVA o el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales" .2

Trasladar los costos de los avalúos técnicos y estudios de títulos a las entidades
financieras en operaciones de crédito de vivienda individual y familiar de largo plazo y
liberar de esa carga a los deudores/locatarios, constituye no solo una medida de
conveniencia social y económica, sino de razonabilidad jurídica, pues debe corresponder
al acreedor hipotecario, como un coste operativo, la gestión para salvaguardar su propio
patrimonio de riesgos de pérdidas por garantías hipotecarias inadecuadas y/o
fraudulentas o de merma por la desproporcionalidad que pueda presentarse entre el
monto del crédito solicitado frente al valor real del inmueble que se ofrece en hipoteca.

Es decir, el avalúo técnico de inmuebles con fines hipotecarios para respaldar créditos de
vivienda individual o familiar de largo plazo beneficia mucho más a quien otorgar dicho
crédito, que a quien lo recibe, por lo que debe corresponder estos costes al primero.

5. Impacto en el mercado inmobiliario.

Trasladar los costos operativos de avalúos técnicos y estudios de títulos a las entidades
financieras en operaciones de crédito de vivienda individual y familiar de largo plazo
impactará favorablemente el mercado inmobiliario en Colombia, que, como veremos,
observa poco crecimiento en cartera crediticia, por cuanto esta medida creará un incentivo
favorable para la formalización de la demanda de créditos, especialmente en los sectores
poblacionales de menores ingresos.

2 En:
https://www.eleconomista.es/opinion-blogs/noticias/11019360/01/21/Banca-reves-en-un-momento-c
ritico-.html

Al respecto, la Encuesta Longitudinal Colombiana que realiza la Universidad de Los
Andes (ELCA- Informe de octubre de 2019 / Data Crédito-Experian), estableció que de3

los 1.000 hogares encuestados, el 25% accedió ese año a créditos informales,
constituyendo los principales acreedores solicitantes entre los 36 y los 45 años de edad
de estrato 1, sin tarjeta de crédito, que acceden a créditos inferiores a 1 millón de
pesos. Es evidente que, en el mercado informal, la población de menos recursos
económicos encuentra menos trabas en el acceso al crédito y menos costos operativos,
pues allí no se les exige el pago de impuestos y tasas, avalúos técnicos inmobiliarios y
estudios de títulos y reportes positivos de centrales de crédito.

Son precisamente estos sectores de población de estrato 1, 2 y 3 los que mayor beneficio
recibirían de quedar exentos del pago de avalúos inmobiliarios y estudios de títulos,
generándoles una oportunidad para acceder a un primer crédito que les permita construir
un historial crediticio y poder acceder a créditos por mayores montos y con verdaderas
garantías.

En el Informe de la ELCA de marzo de 2020 queda claro que, si bien todo el territorio del
país tuvo acceso a oportunidades de crédito bancario, el 50% de las operaciones de
crédito se concentraron en los departamentos de Cundinamarca, Antioquia y del Eje
cafetero, es decir, en el llamado Triángulo de Oro de la Economía colombiana, donde por
razones históricas y políticas, se ha concentrado la inversión pública y privada nacional,
constituyendo esta situación una grave discriminación negativa hacia las regiones
periféricas del Caribe, el Pacífico, la Orinoquia y la Amazonia colombiana.

En cuanto a la cobertura poblacional, el mencionado Informe señala que el 57% de la
población que accede a créditos en Colombia posee ingresos inferiores a los 2 millones
de pesos mensuales; el 20% cuenta con ingresos entre los 2 y 3 millones de pesos
mensuales y el 10% a créditos tiene ingresos mensuales por encima de los 5 millones de
pesos. Estos guarismos indican que a pesar de la concentración del crédito bancario en
regiones privilegiadas de la geografía nacional, los créditos llegan a sectores con menores
ingresos constituyendo la población que más solicitudes de crédito presenta a las
entidades crediticias.  

No obstante, según este Informe, solo el 1% de las adjudicaciones de crédito durante el
año 2019, fue hipotecario mientras el 39.3% fue el de consumo (tarjetas de crédito,
cartera bancaria y microcréditos), debido a los altos costos financieros y barreras o trabas
que aún persisten en el acceso de este tipo de crédito, lo que impide su verdadera
democratización. 

Esta situación tiende a agravarse debido a la coyuntura que atraviesa el país y el mundo
a raíz de la pandemia del coronavirus, por lo que es necesario establecer medidas

3 En: https://datoscede.uniandes.edu.co/es/catalogo-de-microdata
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acordes a la situación de la actual afectación económica, por lo cual la Superintendencia
Financiera de Colombia mediante la Circular Externa 007 de 2020 estableció elementos
que deben caracterizar las modificaciones a las condiciones de los créditos, incluyendo
periodos de gracia o prórrogas, así como los mecanismos de notificación a las entidades
que otorgan los mismos.  Se prevé que el proceso de transición que vive el mundo a
causa de la crisis sanitaria generará grandes impactos en un sin número de variables que
modificarán cualquier dato preliminar acerca del comportamiento esperado de las
operaciones de crédito. 

6. Legislación a modificar

El presente proyecto de ley pretende modificar el régimen de financiación de vivienda
individual y familiar de largo plazo establecido en la Ley 546 de 1999 y normas
complementarias expedidas por el Congreso de la República y el Gobierno Nacional en lo
relativo al pago de costos de avalúos técnicos y de estudio de títulos.
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PROYECTO DE LEY __ DE 2021

“Por la cual se modifica el régimen de financiación de vivienda individual de largo plazo en
lo relativo al pago de costos de avalúos técnicos y de estudio de títulos”.

“El Congreso de la República”

DECRETA:

Artículo 1º. Pago de costos de avalúos técnicos en operaciones de créditos de
vivienda individual de largo plazo. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 17 de la
Ley 546 de 1999 y normas complementarias, los costos de los avalúos técnicos de
inmuebles en operaciones de financiamiento de largo plazo para la adquisición de
vivienda nueva o usada o la construcción de una unidad habitacional y/o por operación de
leasing habitacional destinado a la adquisición de vivienda familiar, estarán a cargo del
respectivo establecimiento de crédito, cualquiera fuera su naturaleza o modalidad.

Parágrafo: En cualquier caso, los avalúos técnicos de inmuebles en operaciones de
financiamiento de largo plazo para la adquisición de vivienda nueva o usada o la
construcción de una unidad habitacional y por operación de leasing habitacional destinado
a la adquisición de vivienda familiar deberán ser realizados por un avaluador debidamente
inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores- RAA- en los términos descritos por la Ley
1673 de 2013 y/o la norma que la modifique, complemente o sustituya.

Artículo 2º. Pago de costos de estudio de títulos en operaciones de créditos de
vivienda individual de largo plazo. El costo de los estudios de títulos que se causen
con ocasión de la constitución o modificación de gravámenes hipotecarios a favor de un
participante en el sistema especializado de financiación de vivienda estarán a cargo de los
establecimientos de créditos cualquiera fuera su naturaleza o modalidad.

Artículo 3º. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y
deroga las disposiciones que le sean contrarias.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 374 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se adiciona un numeral al artículo 38 de la Ley 1952 de 2019 (Código General 
Disciplinario).
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 375 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se crea el Fondo de Estabilización de Precios de la Papa y se dictan otras 
disposiciones.

 
PROYECTO DE LEY ___ DE 2021 CÁMARA 

“POR MEDIO DEL CUAL SE CREA EL FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS 
DE LA PAPA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

Artículo 1°. Fondo de Estabilización de Precios de la Papa. Créese el Fondo 
de Estabilización de Precios de la papa, el cual operará conforme a los 
términos que se establecen en la presente ley. 

En lo no previsto en esta Ley se aplicará lo dispuesto en la Ley 101 de 1993. 

Artículo 2°. Objeto. El Fondo de Estabilización de Precios de la Papa tendrá 
por objeto adoptar mecanismos necesarios para contribuir a estabilizar el 
ingreso de los productores de papa. 

Artículo 3°. Naturaleza Jurídica. El Fondo de Estabilización de Precios de la 
Papa funcionará como una cuenta especial, sin personería jurídica, 
administrada por la Federación Colombiana de Productores de Papa -
FEDEPAPA. 

Artículo 4°. Administración. El Fondo de Estabilización de Precios de la papa 
será administrado por la Federación Colombiana de Productores de Papa -
FEDEPAPA, a través de un contrato suscrito con el Gobierno Nacional, en el 
cual expresamente se señalarán los términos y condiciones bajo las cuales 
se administrará dicho Fondo. 

Parágrafo 1. Dentro de los términos del contrato que suscriba el Gobierno 
Nacional con la Federación Colombiana de Productores de Papa -
FEDEPAPA, para la administración de este Fondo, se definirán las 
responsabilidades de las partes para atender lo relacionado con la 
estructuración, auditoría, e implementación de los mecanismos de 
estabilización. Igualmente se definirán los costos y gastos imputables a este 
Fondo y las fuentes con que se cubrirán los mismos. 
 
Parágrafo 2. La Federación Colombiana de Productores de Papa -
FEDEPAPA, manejará los recursos que conforman el Fondo de Estabilización 
de Precios de la papa en sus equivalentes en papa, de manera 
independiente de sus propios recursos, llevando una contabilidad y una 

estructura presupuestal independiente, de forma que en cualquier 
momento se pueda establecer su estado y el movimiento de los recursos 
provenientes de cada una de sus fuentes. 

Artículo 5° Comité Directivo. El órgano directivo del Fondo de Estabilización 
de Precios de la Papa será la Junta Directiva del Fondo de Fomento de la 
Papa, será presidido por el Ministro de Agricultura o su delegado y 
compuesto por tres (3) representantes del Ministerio de Agricultura, tres (3) 
de Fedepapa, tres (3) delegados de las asociaciones municipales o de las 
organizaciones sin ánimo de lucro que representen al sector papero.  

Parágrafo 1. Para todos los efectos, el Comité Directivo podrá contar con 
invitados permanentes quienes tendrán voz y servirán de apoyo para 
efectos de asegurar el objeto de este instrumento.  Para tal efecto, el Comité 
directivo establecerá los procedimientos y reglas bajo las cuales se 
procederá en este sentido.  

Parágrafo 2. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la 
presente Ley, el Gobierno Nacional reglamentara la elección de los tres (3) 
delegados de las asociaciones municipales o de las organizaciones sin 
ánimo de lucro que representen al sector papero, para conformar la Junta 
Directiva del Fondo de Estabilización de Precios de la papa. 

Artículo 6°. Competencias del Comité directivo. Serán las siguientes: 

1. Determinar las políticas y lineamientos para el manejo del Fondo de 
Estabilización de Precios de la Papa.  

2. Expedir el reglamento operativo de este Fondo y de los mecanismos 
que se adopten para su operación. 

3. Determinar los parámetros de costes, precios y procedimientos a partir 
de los cuales se activarán los respectivos mecanismos de 
estabilización. 

4. Evaluar y establecer una política integral de gestión del riesgo 
financiero de precios y demás variables que determinan el precio 
interno de la papa. 
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5. Evaluar las actividades realizadas y el funcionamiento por el Fondo de 
Estabilización de Precios de la Papa para formular las 
recomendaciones a que hubiere lugar. 

6. Regular la manera en que se deben soportar las ventas de papa 
suscritas para estabilización y el pago de las compensaciones a que 
haya lugar. 

7. Determinar la metodología de cálculo de los mecanismos y precios 
objeto de estabilización. 

8. Designar a la Secretaría Técnica conforme a lo previsto en el artículo 
44 de la ley 101 de 1991. 

9. Las demás funciones que les señale el Gobierno Nacional en el 
reglamento de la presente ley o en el contrato que suscriban para la 
administración de dicho fondo. 

Artículo 7°. Producto sujeto de estabilización. Para los efectos de la presente 
Ley, el producto agrícola objeto de estabilización será la papa sin 
diferenciar el tipo, en tanto que el producto no tenga ninguna 
transformación o agregación de valor que cumplan con los parámetros y 
normas técnicas vigentes a la fecha.   

Artículo 8°. Beneficiarios. Los productores de papa serán beneficiarios de los 
mecanismos de estabilización de precios establecidos en el marco de la 
presente Ley. 

Artículo 9°. Precios objeto de estabilización. Los precios objeto de 
estabilización a través de los mecanismos que se adopten, serán los precios 
internos que se paguen a los productores paperos en los diferentes 
mercados de la papa sin diferenciar el tipo, denominados en pesos 
colombianos y publicados por la Federación Nacional de Productores de 
Papa – FEDEPAPA. 

Parágrafo. En todo caso y sin perjuicio del mecanismo de estabilización 
adoptado, este último deberá garantizar los costos mínimos de producción 
de la papa estimados por la Federación Nacional de Productores de Papa 
– FEDEPAPA. 

Artículo 10°. Cantidad de producto que podrá ser objeto de los mecanismos 
de estabilización. Cada productor de papa podrá ser beneficiario de los 
mecanismos de estabilización según lo establezca el Comité Directivo en 
función de los tamaños de los productores, disponibilidad presupuestal del 
Fondo y características del mercado de la Papa en Colombia de 
conformidad con la información arrojada por la Federación Nacional de 
Productores de Papa, FEDEPAPA y su sistema de información SIPA. Dicha 
información deberá ser presentada al Comité Directivo por la Secretaría 
Técnica del Fondo de Estabilización de Precios de la Papa.  

Artículo 11°. Garantía de Funcionamiento del Fondo. Para garantizar su 
sostenibilidad el Fondo de Estabilización de Precios de la Papa, podrá 
celebrar las operaciones de cobertura, de seguros, de futuros etc., que de 
acuerdo con las disposiciones vigentes y con la política de gestión del riesgo 
financiero diseñada e implementada por su comité directivo, garanticen 'su 
viabilidad financiera en el corto, mediano y largo plazo. 

Artículo 12°. Fuentes de financiación. Los recursos del Fondo de Estabilización 
de Precios de la Papa provendrán de las siguientes fuentes: 

1. El Presupuesto General de la Nación. 

2. Los recursos que aporten las entidades públicas o personas naturales 
o jurídicas de derecho privado, de acuerdo con los convenios que se 
celebren al respecto. 

3. Los recursos destinados a la Reserva para Estabilización, de acuerdo 
con el artículo 45 de la Ley 101 de 1993 

4. Los aportes, ahorros o contribuciones que realicen directamente los 
paperos al capital del fondo. 

5. Los aportes del Fondo parafiscal de la Papa. 

6. Los rendimientos de las inversiones temporales que se efectúen con 
los recursos del fondo de Estabilización de Precios de la papa en títulos 
de deuda emitidos, aceptados, avalados o garantizados en cualquier 
otra forma por la Nación, o en valores de alta rentabilidad, seguridad 

y liquidez expedidos por el Banco de la República y otros 
establecimientos financieros. 

7. Las donaciones o aportes de organizaciones internacionales o 
nacionales. 

8. Los aportes provenientes del Sistema General de Regalías. 

Parágrafo 1. El Fondo de Estabilización de Precios de la Papa podrá recibir 
recursos del Presupuesto Nacional y de los entes territoriales, solicitar 
préstamos de instituciones de crédito y recibir donaciones de entidades 
públicas o privadas. La Nación podrá garantizar estos créditos de acuerdo 
con las normas de crédito público. 

Parágrafo 2. Los recursos de carácter público aportados como fuente a este 
Fondo se destinarán exclusivamente para cubrir los costos de los 
mecanismos de estabilización de precios que se establezcan en el marco 
de la presente Ley, incluidos los de administración y funcionamiento del 
Fondo, de acuerdo con los criterios que defina el Comité Directivo del Fondo 
de Estabilización de Precios de la Papa. 

Artículo 13. El Gobierno Nacional Reglamentará: 

1. Los mecanismos de entrega de las compensaciones a los 
productores. 

2. El rol de administrador del Fondo de Estabilización de Precios de la 
Papa como certificador de la producción y del producto. 

3. Las obligaciones correspondientes al productor y comercializador en 
la comercialización al interior del país o de exportaciones. 

Artículo 14°. Control. La entidad administradora del fondo de estabilización 
de precios de la papa rendirá cuentas a la Contraloría General de la 
República, sobre la destinación y uso de los recursos. Para el ejercicio del 
control fiscal referido, la contraloría adoptará sistemas adecuados a la 
naturaleza del fondo y de su entidad administradora. 

Artículo 15. La presente Ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias. 

 

  
BUENAVENTURA LEÓN LEÓN    
Representante a la Cámara 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
PROYECTO DE LEY ___ DE 2021 CÁMARA 

“POR MEDIO DEL CUAL SE CREA EL FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS 
DE LA PAPA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

1.   OBJETO DE LA INICIATIVA.   

El objetivo de la iniciativa es garantizar los ingresos mínimos de los 
campesinos productores de papa por medio del fondo de estabilización del 
precio de la papa, fortaleciendo el sector papero y brindando herramientas 
económicas que permita desarrollo de esta actividad productiva para el 
beneficio de los productores y consumidores, evitando la perdida por la 
relación del precio de venta y costo de producción. 

2. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO.  

El presente Proyecto de Ley está fundado en la Constitución Política, 
iniciando por su artículo 64, el cual establece los deberes que tiene el estado 
para garantizar la calidad de vida de los campesinos, así como su salud, 
vivienda, seguridad social, recreación, crédito, comunicaciones, 
comercialización de los productos, asistencia técnica y empresarial, en 
beneficio de los campesinos. 

Con la misma finalidad, el artículo 65 de la carta magna señala la especial 
protección que brinda el estado a la protección de alimentos y priorizando 
las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, 
como la promoción de la investigación y tecnología para la producción de 
alimentos y materias primas de origen agropecuario, con el propósito de 
incrementar la productividad y permitir el desarrollo de las zonas rurales. 

En materia crediticia agraria, la Constitución Política en su artículo 66 
expresa la idoneidad de fijar condiciones especiales para los créditos 
agropecuarios donde se tenga presente los ciclos de las cosechas, los 
precios de comercialización, los riesgos y las calamidades ambientales para 
la finalidad constitucional antes mencionada. En el mismo sentido, la Ley 
general de desarrollo agropecuario y pesquero. La Ley 101 de 1993 señala 
como propósitos: proteger el desarrollo de las actividades agropecuarias y 
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pesqueras, promover el mejoramiento del ingreso y la calidad de vida de los 
productores rurales, otorgar especial protección a la producción de 
alimentos, impulsar la modernización de la comercialización y establecer los 
fondos de estabilización de precios de productos agropecuarios y 
pesqueros. 

Hay que destacar que la papa es el tercer alimento más importante del 
mundo junto con el maíz y el trigo y el primero de origen no cereal. Este 
tubérculo, es rico en micronutrientes, potasio, fósforo, magnesio, hierro, 
vitaminas C, B1, B3 y B6. Con su producción se generan 190.000 empleos 
indirectos, desde el eslabón de la siembra, el procesamiento y los 
empaques, hasta la comercialización. Colombia ocupa el puesto número 
36 entre 183 países productores de papa a nivel mundial, destacando las 60 
variedades, calidad y aportes nutricionales.  

El cultivo de la papa constituye el 3,3% en el PIB agropecuario y es el eje 
fundamental de la economía en 283 municipios a nivel nacional, donde se 
involucran más de 100.000 familias, destacándose los departamentos de 
Cundinamarca, Boyacá, Nariño, Antioquia, Santander, Norte de Santander, 
Cauca y Tolima. Además se ven beneficiadas familias de distintos sectores 
como el transporte, teniendo en cuenta que alrededor de 220.000 camiones 
transportan más de 2.5 millones de toneladas de papa1. 

De esta manera, los departamentos que resaltan en la producción de la 
papa son Cundinamarca (37%), Boyacá (28%), Nariño (21%), Antioquia (5%) 
y otros departamentos como Cauca, Caldas, Tolima, Santander y Norte de 
Santander (9%).                       

                                               
1 https://www.semana.com/contenidos-editoriales/seguridad-alimentaria/articulo/a-pesar-de-la-pandemia-el-consumo-
de-papas-en-colombia-sigue-casi-intacto/688670/ 

C/MARCA
37%

BOYACÁ
28%

NARIÑO
21%

ANTIOQUIA
5%

OTROS 9%

Fuente: Consejo Nacional de la Papa – Cálculos Sistemas de Información y Estudios Económicos 
Fedepapa-FNFP 

La Federación Colombiana de Productores de Papa identificó las seis 
variedades que más se comercializan en el país: Superior, Diacol Capiro o R-
12, Parda Pastusa, Pastusa Suprema, Ica única y papa Criolla. Anualmente 
se recolectan entre 2.600.000 y 3.000.000 de toneladas de papas en las 
125.000 hectáreas dedicadas a su cultivo en el país. La cadena productiva 
de la papa en Colombia genera un aproximado de 264.000 empleos totales 
en el año, donde cerca de 75.000 son empleos directos y alrededor de 
189.000 son indirectos. Sin embargo, el área sembrada de papa en 
Colombia tiende a disminuir como consecuencia de la pérdida de consumo 
y el aumento progresivo de los rendimientos. En los últimos 18 años el área 
ha disminuido en un 11%. 
 

COMPOSICIÓN CADENA PRODUCTIVA DE LA PAPA 

Dentro de la cadena productiva de la papa, encontramos que la fase mas 
importante se encuentra en los insumos, mano de obra, producción primaria 
y el transporte, las demás relaciones y la comercialización, corresponden a 
eslabones donde la papa aumenta su valor para concluir en el consumidor 

1Cadena de la papa. Minagricultura 

final, con una serie de sobrecostos que terminan afectando a las familias 
colombianas dependiendo del segmento del mercado.2 

Hay que mencionar que la papa llega de manera directa a las plazas de 
mercado (15 %), supermercados (25%) y plantas para procesamiento 
industrial (5 %); Fedepapa indicó que los lugares donde más se vende es en 
Corabastos, en Bogotá; la Central Mayorista de Antioquia, en Medellín; 
Cavasa, en Cali, y la Central de Abastos, en Bucaramanga, diferenciándose 
el restante donde se estaría comercializando por intermediarios, que en 
diferentes ocasiones han especulado con los precios perjudicando a los 
consumidores del país.  

Los colombianos son grandes consumidores de papa, según José Manuel 
García Páez Gerente General de la Federación Colombiana de Productores 
de Papa, Fedepapa, actualmente el consumo per cápita de papa en 
Colombia está en 61 kilogramos persona al año y la producción de papa en 
fresco está preparada para que en el mediano plazo se incremente a 90 o 
100 kilogramos per cápita persona al año. 

 Por otra parte, las exportaciones del mismo modo sin fluctuantes, aclarando 
que para 2020 el 54% de las exportaciones que se realizaron fueron a: Estado 
Unidos, Curazao,  España, Japón y Panamá de la siguiente manera: 

 

                                               
2 Cadena de la papa. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 2020 

Estados 
Unidos

54%
Curazao

17%

España
7%

Japón
4%

Panamá
3%

Otros
15%

2Fuente: DIAN-Cálculos  Sistemas de Información y Estudios Económicos FEDEPAPA-FNFP

Igualmente, el comportamiento de las exportaciones ha sido fluctuante 
entre 2016 y 2020, para 2017 se lograron exportar cerca de 2.060 toneladas 
cifra que ha sido difícil mantener en los años siguientes como se puede ver 
contemplado en la siguiente tabla: 

EVOLUCIÓN DE LAS EXPORTACIONES 2016- 2020 

AÑO
CANTIDAD EXPORTADA (TON)

A OCTUBRE VAR % ACUMULADO 
AÑO

2016 1.041 - 1.195
2017 1.779 71% 2.060
2018 1.182 -34% 1.457
2019 1.393 18% 1.680
2020 1.370 -2% 1.370

DURANTE LA PANDEMIA  

Durante la pandemia, a las centrales mayoristas llegaba el 60% de la papa 
cultivada, donde se reportaron ventas de papa superior 34,8%; papa única 
14,8% y el restante ha sido de papa criolla y diacol capiro. Durante la 
cosecha del primer semestre de 2020, se generaron alrededor de 13 millones 
de jornales y se encontraban cerca de 1,5 millones de toneladas de papa 
sin quien las consumiera, situación que provocó una caída promedio de al 
menos el 30% en los precios de las diferentes variedades que se producen 
en ocho departamentos, lo que implica las pérdidas de quienes tienen 
como sustento el cultivo de papa. 

El año pasado no fue fácil para los papicultores colombianos. Las heladas, 
el fuerte verano y la crisis generada por las cuarentenas obligatorias para 
prevenir el Covid-19 afectaron significativamente los precios del tubérculo, 
generando que no se recuperara ni siquiera 30% de los costos de 
producción.3 

                                               
3 El precio de la papa aún no se recupera tras la crisis que atravesó el sector en 2020. La Republica. 

3Fuente: DIAN-Cálculos  Sistemas de Información y Estudios Económicos FEDEPAPA-FNFP
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Germán Palacio, Gerente General de Fedepapa explicó que para agosto 
de 2021 “se está pagando entre 50% y 60% de los costos de producción, los 
cuales están en alrededor de $700.000, es decir se está pagando de 
$350.000 a $400.000 la tonelada.4” Sumado a lo anterior, las importaciones 
de papa europea han venido creciendo a niveles del 30% o 40% anuales 
hasta el 2019. El año pasado ingresaron 58.000 toneladas, entre enero y 
marzo de 2020 crecieron 21%, pero por la llegada del Covid-19 se frenaron 
las importaciones, cayendo al 18% en junio 2020. Y en contra posición para 
julio de 2021 las importaciones de papa han aumentado, se registran cifras 
superiores a 29.000 toneladas, lo que representa un aumento del 50%. 

Para 2020 hubo una reducción en el precio del bulto, de $50.000 pesos a 
cerca de $7.000 pesos, lo cual produjo perdidas de aproximadamente 
$500.000 millones de pesos5. Dejando como consecuencia a campesinos 
vendiendo bultos de papa en las carreteras nacionales. Las pérdidas 
asociadas a costos elevados en los insumos para producir, la mano de obra, 
el transporte y el detonante final, el precio6. Situación que para 2021, se 
redujeron cerca de 7.000 hectáreas de siembra en el territorio nacional. 

Dentro de las múltiples problemáticas a las que se ve enfrentado el sector 
agrícola y específicamente el sector papero, se encuentra que no goza de 
un precio estable debido a la importación, pocas iniciativas de 
tecnificación y el bajo emprendimiento alrededor de la cosecha, la 
especulación de los precios en los centros de acopio y almacenamiento, 
haciéndose necesario plantear soluciones de distribución y 
comercialización. 

En Colombia las cosechas en su mayoría, son realizadas por familias con muy 
poca tecnificación. La agricultura se ha venido realzando por generaciones 
y en consecuencia desde temprana edad se desarrolla la labor, sin acceder 
a la educación básica o superior, si bien se han implementado políticas y 
subsidios para el desarrollo del campo aun la brecha entre las zonas urbanas 
y las rurales es evidente. Por ejemplo en términos de pobreza 
multidimensional (IPM) se estima en 12,5 % para las cabeceras municipales 
y en 37,1 % para las zonas rurales, resaltando que este nivel de pobreza es 
                                               
4 Los productores de papa, encartados con la cosecha, Portafolio. 
5 Precios mayoristas de los alimentos en Bogotá. Agricultura y Ganadería  
6 Las NO oportunidades: Las papas – ANEIA – Universidad de Los Andes. ANEIA – Universidad de Los Andes 

casi tres veces el de las zonas urbanas, razón por la cual se agudiza el trabajo 
agrícola debido a la producción rudimentaria y con demasiados problemas 
fitosanitarios.7 

Para concluir, es importante señalar que según lo establecido en la Ley 101 
de 1993 se han fijado Fondos de Estabilización de precios del algodón, el 
café, el palmiste, el aceite de palma y actualmente se tramita un Proyecto 
de Ley con la finalidad de establecer el fondo de estabilización de la papa, 
buscando así, el beneficio de los productores agropecuarios del país. 

3. IMPEDIMENTOS.   

En virtud del artículo 286 de la ley 5 de 1992 y del artículo 1 de la ley 2003 del 
2009, este proyecto de ley reúne las condiciones del literal a y b de las 
circunstancias en las cuales es inexistente el conflicto de interés como lo 
desarrolla el artículo 286 de la ley 5 de 1992, toda vez que es un Proyecto de 
Ley de interés general, que puede coincidir y fusionarse con los intereses del 
electorado.  
 

 
BUENAVENTURA LEÓN LEÓN    
Representante a la Cámara   

                                               
7 ¿Por qué en Colombia las papas se están regalando o vendiendo a precios tan bajos? | DW | 09.11.2020. DW.COM. 
(2020). 
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